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I. � INTRODUCCIÓN

Las transiciones políticas suponen un proceso de cambio a través del 
cual un régimen político se transforma mediante la sustitución de los valo-
res, los principios, las normas y las instituciones en ese momento vigentes 
por otras de signo distinto y normalmente contrario. En el caso de la tran-
sición política española supuso el fin del régimen autoritario precedente 
y la implantación de un sistema democrático basado en los derechos con-
sagrados por la Constitución Española (CE). Aunque hay coincidencia en 
que el inicio de dicho proceso tuvo lugar con la muerte del dictador Fran-
co, no existe la misma unanimidad en cuanto a su fin ya que, para algunos, 
solamente tuvo lugar en 1982 con la victoria electoral por mayoría abso-
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luta del Partido Socialista Obrero Español; mientras que, para otros, es 
justamente la aprobación de la CE en diciembre de 1978 la que simboli-
za la culminación de dicho proceso. A los efectos de presente trabajo ésta 
segunda será la alternativa utilizada, lo que permitirá acotar la reflexión en 
el espacio de tiempo que media entre los finales de los años 1975 y 1978.

Dejando al margen las discrepancias en relación con el momento que 
marca el fin de la transición política, es indiscutible que a lo largo del tiem-
po señalado se fueron produciendo intensas innovaciones políticas, socia-
les y normativas en las que se manifestaba el tránsito de un régimen a otro. 
Basta recordar a este efecto, entre otros, los transcendentes cambios que 
tuvieron lugar en materia de libertades políticas y sindicales (libertad de 
asociación política y sindical, libertad de sufragio activo y pasivo, derechos 
de acción colectiva como los de reunión, manifestación o huelga), de dere-
chos individuales básicos (como los de libre circulación, libertad de pen-
samiento, de religión, de expresión y de información, de educación o inti-
midad) así como de los instrumentos sustantivos y procesales destinados 
a protegerlos (derecho a un trato igualitario y prohibición de discrimina-
ción o derecho a la tutela judicial). Todo ello sin olvidar los cambios en 
todo lo que se refiere al tipo de régimen, al sistema de gobierno, a la pre-
valencia de la soberanía popular, al papel respectivo y la relación entre los 
poderes legislativo, ejecutivo y judicial y a la definición y estructura del sis-
tema normativo.

Sin embargo, la transición política no afectó de la misma forma a la 
Protección Social, en general, y a la Seguridad Social en particular. Es cier-
to que estas materias también se abordaron a lo largo de la transición polí-
tica y, como novedad, encontraron finalmente acogida en la CE, como lo 
explicitan los arts. 41 (referido a la Seguridad Social), 43 (relativo al dere-
cho a la salud), 48 (protección de los discapacitados), 50 (garantía de pen-
siones adecuadas y periódicamente actualizadas y de los pertinentes servi-
cios sociales para los ciudadanos de la tercera edad), 148.1. 20.ª y 21.ª (en 
cuanto a la asistencia social y la sanidad como competencias de las Comu-
nidades Autónomas) y 149.1.16.ª y 17.ª (respecto de la sanidad y la Segu-
ridad Social, como competencia del Estado). Esta constitucionalización de 
los derechos de protección social, aunque ciertamente solo en el Capítulo 
Tercero del Título Primero de la CE referido a los principios rectores de la 
política social y económica, y con independencia del habitual debate acer-
ca de su valor jurídico, la naturaleza de los derechos en él reconocidos y de 
su fuerza vinculante, es sin duda uno de los frutos de la transición política 
en el ámbito material al que se circunscribe el presente trabajo.
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Pero, y esto es relevante, cuando el art. 41 CE señala que es compro-
miso de los poderes públicos el mantener el régimen público de Seguridad 
Social existente, lo que hace es remitir a una realidad que tiene entidad 
propia al inicio de la transición política y que, sufriendo también transfor-
maciones, no pueden atribuirse directamente al cambio político sino, en 
su mayoría, a un proceso propio de desarrollo y de adaptación del siste-
ma de protección social más inspirado por las finalidades de unificación, 
de homogeneidad, de consolidación, de respuesta a las exigencias sociales 
y económicas, de desarrollo técnico y de mejora organizativa, prestacional 
y financiera. Mucho más si se tiene en cuenta que la Seguridad Social en 
España se organiza a partir del año 1967, es decir, apenas ocho años antes 
del inicio de la transición política. Un periodo de tiempo muy breve si se 
tiene en cuenta la dimensión y la complejidad de cualquier sistema estruc-
turado de protección social y el amplio tiempo necesario para alcanzar un 
razonable estado de maduración que permita afirmar de él su carácter uni-
tario, homogéneo, consolidado, estable, coherentemente organizado, efi-
ciente y adecuado, en todas sus dimensiones, tanto técnicas como sociales, 
normativas o financieras, para hacer frente a las demandas de protección 
social que se derivan de la existencia y materialización de los riesgos socia-
les más extendidos y habituales.

En realidad, y como se sabe, el gran cambio en el terreno de la protec-
ción social en España tuvo lugar con la aprobación de la Ley 193/1963, de 
28 de diciembre, sobre Bases de la Seguridad Social (LBSS) que supuso 
la frontera entre un sistema de protección social multiforme integrado por 
los diferentes y autónomos Seguros Sociales y su doble prestacional encua-
drado en las Mutualidades Laborales de carácter sectorial  1, así como por 
diversas mutualidades de previsión social y sistemas privados alternativos 
sustitutos de la protección social pública. Conformando un heterogéneo 
y desigual panorama gestor, financiero y prestacional apoyado en múlti-
ples entidades de distinto tipo y sobre la base de un sistema de financia-
ción poco eficiente.

Frente a esta realidad la LBSS estableció una serie de principios y obje-
tivos que la propia norma sintetizó en los de unidad y homogeneidad, 
de participación de los interesados en el gobierno de los órganos gesto-
res, de supresión del posible ánimo de lucro, de conjunta consideración 
de las situaciones o contingencias protegidas, de transformación del régi-

1  S. González Ortega y S. Barcelón Cobedo, Introducción al Derecho de la Seguridad 
Social, 19.ª ed., Valencia, Tirant lo Blanch, 2025, pp. 50-51.
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men financiero, de acentuación de la participación del Estado en el sos-
tenimiento del sistema y de preocupación preferente sobre los servicios 
de recuperación y rehabilitación. A lo que hay que añadir la ampliación 
del ámbito subjetivo de protección, la consideración global de las pres-
taciones económicas, la identificación de un ámbito mínimo de la acción 
protectora y la ampliación de la tutela del Sistema creado, extendiéndo-
se hacia prestaciones de asistencia social y de servicios sociales. Finalmen-
te, la LBSS subraya de sí misma que «inicia una evolución respetuosa de 
la legalidad, imprescindible para garantizar el éxito del sistema», ponien-
do unos cimientos sólidos y amplios, susceptibles de posteriores perfeccio-
namientos y extensiones si fuera necesario. Lo que no es más que la defini-
ción del inicio de un proceso evolutivo que, marcado por los principios y 
objetivos señalados, se extendería a lo largo de un amplio periodo de tiem-
po. Con lo que se confirma algo que se dice habitualmente de los sistemas 
de protección social en el sentido de que son más un programa de actua-
ción a medio y largo plazo que un resultado acabado desde el momento de 
su implantación.

Como materialización de esos propósitos y finalidades, se dictó la 
LSS/1966, así como, en los últimos años de la década de los sesenta del 
siglo pasado, numerosas normas de carácter reglamentario referidas a las 
distintas dimensiones del Sistema de Seguridad Social, tales como las de 
encuadramiento, de financiación, de prestaciones y de tipo organizativo. 
Texto que, con algunas importantes modificaciones posteriores, como es el 
caso de la Ley 24/1972, de 21 de junio, de financiación y perfeccionamien-
to de la acción protectora del Régimen General de la Seguridad Social, 
desarrollada por el Decreto 1646/1972, de 23 de junio, desembocó en el 
Decreto 2065/1974, de 30 de mayo, por el que se aprobó el texto refundi-
do de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS/1974) que era el vigen-
te al inicio de la transición política  2.

2  Normas de las que, por cierto, hay que decir que son expresión de una finalidad de 
mejora prestacional (reconocimiento de nuevas prestaciones, reducción o exclusión de algu-
nos requisitos de acceso a las mismas, mejoras de la cuantía o calidad de las prestaciones, 
cambios en el sistema de financiación en lo que se refiere al cálculo de las cotizaciones) que 
se refleja en el propio título de la Ley y que se aprueban en un periodo de relativa estabili-
dad económica, previa a la grave crisis provocada por el aumento de los precios del petró-
leo en el año 1973. De aquí la optimista previsión de la Ley 24/1972 respecto de la evolu-
ción del recién creado Sistema de Seguridad Social y las medidas expansivas adoptadas que 
habrán de enfrentarse solamente dos años después a una profunda inestabilidad política, 
propia de la transición, así como a las secuelas de la crisis del año 1973 en términos de infla-
ción y reducción de la actividad económica.
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Con todo lo anterior se quiere decir que, en los años de la transición 
política, la Seguridad Social en España estaba sometida a su propio pro-
ceso evolutivo iniciado en el año 1963 y cuyo primer balance normativo lo 
constituyó la LGSS/1974 y, años después del fin de la transición política, 
el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprobó 
el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS/1994). 
Ley que, con toda su inevitable catarata de normas reglamentarias de desa-
rrollo, ha sido sustituida por el vigente Real Decreto Legislativo 8/2015, 
de 30 de octubre (LGSS); norma que, a su vez, ha sido objeto de nume-
rosas reformas que ya anticipan la necesidad de un nuevo texto refundi-
do. Lo que no es sino expresión de una de las características típicas de del 
ordenamiento jurídico de la protección social como es su naturaleza ines-
table, contingente, fuertemente condicionada por el contexto económi-
co y social, así como sometida permanentemente a frecuentes cambios, no 
necesariamente inducidos por las transformaciones políticas del país.

En consecuencia, puede afirmarse que el sistema de protección social 
atraviesa el periodo de transición política centrado esencialmente en su 
propia lógica evolutiva y relativamente ajeno a los cambios políticos que 
se estaban produciendo a su alrededor; no tanto, sin embargo, a las trans-
formaciones sociales y económicas, particularmente estas últimas, que no 
dejaron de tener repercusión en todo lo relativo al gasto público y su con-
trol, así como, en el terreno prestacional, respecto de la jubilación y la pro-
tección contra el desempleo.

Teniendo en cuenta lo anterior pueden establecerse varias orientacio-
nes esenciales en materia de protección social referidas a la etapa de tran-
sición política: a) la ampliación de su ámbito subjetivo de protección, 
aunque realizada en muchos casos a través de la consolidación de regíme-
nes especiales, lo que es una contradicción con el objetivo central de uni-
dad establecido por la LBSS; b) la profunda reorganización y simplifica-
ción del cuadro de entidades gestoras y asimiladas como expresión de la 
madurez organizativa del Sistema de Seguridad Social; c) la revisión del 
sistema de financiación en torno al eje esencial, de una parte, de hacer 
que las cotizaciones o aportaciones financieras al Sistema por parte de los 
sujetos obligados y/o protegidos se calculen sobre la base de los ingresos 
reales y, de otra parte, de adaptarse a las circunstancias de crisis económi-
ca que se agravan precisamente durante la transición política, y d) la mejo-
ra de prestaciones, en particular las pensiones mediante mecanismos de 
revalorización, así como del desempleo, debido también a la crisis econó-
mica de esos años y al alto nivel de paro consecuencia de la misma, que 
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es a lo que obedece que en el art. 41 CE el desempleo sea la única contin-
gencia expresamente mencionada. Ejemplos de estas orientaciones, que 
en buena medida se mantienen como objetivos en relación con el vigen-
te sistema de protección social, se encuentran en las normas aprobadas 
desde noviembre de 1975 a diciembre de 1978 y a ellas se hará referencia 
en los apartados que siguen.

II. � LA PROLIFERACIÓN DE LOS REGÍMENES ESPECIALES. 
ESPECIAL REFERENCIA A LOS REGÍMENES ESPECIALES 
DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS

1. � La situación al inicio de la transición política

El art. 7 LSS/1966, una Ley que no contemplaba otro nivel de tutela 
que no fuera el profesional o contributivo, estableció, siguiendo los man-
datos de la LBSS, qué sujetos estaban comprendidos, debido a su activi-
dad profesional, dentro del campo de aplicación del Sistema; si bien mos-
trando que el objetivo de la unidad estaba todavía por hacerse realidad al 
dividir a los sujetos protegidos en dos compartimentos. De una parte, los 
asalariados adscritos al RGSS en cuanto régimen central y columna verte-
bral del Sistema; pero, de otra parte, una variedad de trabajadores y pro-
fesionales, tanto por cuenta ajena como por cuenta propia, incorporados 
a alguno de los numerosos RREE que aparecían en el listado de la Base 
Decimoséptima de la LBSS y del art. 10 LSS/1966. Tales como trabajado-
res de determinados sectores de la actividad económica, fueran asalariados 
o por cuenta propia (los trabajadores agrarios y del mar) o cierto tipo con-
creto de trabajadores como los autónomos, los funcionarios y empleados 
públicos, los socios de cooperativas de producción, los servidores domés-
ticos, los estudiantes y los representantes de comercio.

Es esta variedad de RREE, con todas sus propias secuelas organizati-
vas, financieras y prestacionales, la que suponía, a los pocos años de entra-
da en vigor de la LSS/1966, la falta de consecución del objetivo de unidad. 
En consecuencia, en el inicio de la transición política, el panorama orga-
nizativo en relación con el campo subjetivo de protección adolecía de los 
defectos de heterogeneidad, autonomía, especialización, diversificación y 
falta de unidad. Algo parecido a lo que sucedía con los precedentes Segu-
ros Sociales, aunque referido no tanto a los riesgos a proteger sino respec-
to de los sujetos protegidos.
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Una deficiencia que no hace sino consolidarse durante la transición 
política al afirmarse RREE como el de los trabajadores, asalariados y por 
cuenta propia, del mar, Régimen Especial (RE), previsto en la LBSS y crea-
do por la Ley 116/1969, de 30 de diciembre. Se trata de un RE cuya ges-
tión se atribuyó al Instituto Social de la Marina (ISM), siendo su antece-
dente la Caja Central de Crédito Marítimo creada por Real Decreto de 
10 de octubre de 1910 y que fue sustituida por el ISM por obra del Real 
Decreto de 26 de febrero de 1930. En el ISM se integraron por manda-
to de la Ley 116/1969, la Caja Nacional de Seguros Sociales, el Montepío 
Marítimo Nacional, la Mutualidad de Accidentes del Mar y de Trabajo, así 
como la Mutualidad Nacional de Riesgo Marítimo. Otro colectivo impor-
tante era el de los trabajadores agrarios, también tanto asalariados como 
por cuenta propia, encuadrados originalmente desde 1961 en la Mutuali-
dad Nacional de Previsión Social Agraria y, más tarde, tras la creación del 
Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social por la Ley 38/1966, de 
21 de mayo  3, en la Mutualidad Nacional Agraria de la Seguridad Social  4, 
señalada como el órgano de gestión del RE junto a la Mutualidad Laboral 
de Trabajadores Autónomos de la Agricultura  5. 

Junto a estos dos grandes colectivos, adscritos a sus específicos RREE, 
otro con una tutela social propia eran los trabajadores incluidos en el RE 
de Trabajadores por Cuenta Propia y Autónomos. Cubiertos desde el año 
1960 por el Mutualismo Laboral por obra del Decreto 1167/1960, de 23 
de junio, es el Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, el que establece el RE 
de estos trabajadores dentro del Sistema de Seguridad Social; encomen-
dándole la gestión, bajo la vigilancia y tutela del Ministerio de Trabajo ejer-
cida a través del Servicio de Mutualidades Laborales, a las Mutualidades 
Laborales de Trabajadores Autónomos de Servicios, de la Industria y de 
las Actividades Directas para el Consumo (art. 67 del Decreto).

Además de los anteriores hay que señalar a otros RREE dirigidos a 
grupos de trabajadores más minoritarios como es el caso de los trabaja-

3  Posteriormente el Decreto 2123/1971, de 23 de julio, procedió a la refundición de la 
Ley 38/1966 y la Ley 41/1970, de 22 de diciembre, siendo el Decreto 3772/1972, de 23 de 
diciembre, el que estableció el Reglamento General del Régimen Especial Agrario. También 
debe citarse en relación con este RE la Ley 20/1975, de 2 de mayo, de perfeccionamien-
to de la acción protectora de los autónomos agrarios, a su vez desarrollada por el Decre-
to 1495/1975, de 10 de julio.

4  La Orden de 20 de octubre de 1973 reguló la constitución, régimen orgánico y funcio-
namiento de la Mutualidad Nacional Agraria de la Seguridad Social.

5  Decreto 1118/1975, de 2 de mayo, que estableció la Mutualidad Laboral de Trabaja-
dores Autónomos de la Agricultura, integrándose como órgano de gestión en el RE agrario.
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dores de la Minería del Carbón, integrados inicialmente en la Mutuali-
dad Laboral del Carbón, que se adscribieron al Régimen Especial de la 
Minería del Carbón creado por el Decreto  384/1969, de 17 de marzo, 
desarrollado por la Orden de 20 de junio de 1969 y por el Decre-
to 298/1973, de 8 de febrero, siendo gestionado por la misma Mutuali-
dad Laboral señalada. En otros casos se trata de RREE surgidos con pos-
terioridad a la LSS/1966, como sucede con el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Representantes de Comercio, creado por Decre-
to 1180/1967, de 19 de agosto, mejorado por el Decreto 2409/1975, de 
23 de agosto, y gestionado por la Mutualidad Laboral de Representan-
tes de Comercio. Algo semejante sucede con el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Artistas, creado por el Decreto 2133/1975, de 24 
de julio, desarrollado por la Orden de 29 de noviembre de 1975 y ges-
tionado por la Mutualidad Laboral de los Artistas. También el colecti-
vo de los toreros, acogidos al Régimen Especial de Toreros, creado por 
el Decreto 1600/1972, de 8 de junio, asignando al Montepío Asociación 
Benéfica de Toreros (existente desde 1910) la tarea de gestión hasta que, 
como señala la Orden de 7 de julio de 1972, se constituyeran los órga-
nos de gestión previstos en la misma. O el de los escritores de libros, RE 
creado por el Decreto 3262/1970, de 29 de octubre. O, en fin, la pro-
tección social de los empleados al servicio del hogar familiar, incorpo-
rados al Montepío Nacional de Servidores Domésticos por obra del 
Decreto 385/1959, de 17 de marzo y constituidos en RE por el Decre-
to 2346/1969, de 25 de septiembre.

Por último, hay que hacer referencia a los RREE de empleados y fun-
cionarios públicos, previstos en el art. 10 LSS/1966. Con independencia 
de otros RREE proyectados para determinados empleados públicos y que 
nunca se crearon (como fue el caso del personal al servicio de los organis-
mos del Movimiento y funcionarios de las entidades estatales autónomas) 
así como de la adscripción de grupos de estos empleados al RGSS junto 
con los trabajadores asalariados (el propio personal de las entidades gesto-
ras, el personal estatutario, los funcionarios eventuales y temporales, etc.), 
en el inicio de la transición política ya existía toda una compleja y particu-
lar estructura de tutela social dirigidas a los funcionarios públicos civiles, 
militares, de la administración judicial y de las entidades locales, tan sepa-
rada y singular que en algún caso justificaron que se las calificara como for-
mas de protección fronterizas del Sistema de Seguridad Social, presentan-
do peculiaridades muy específicas que hunden sus raíces en la regulación 
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centenaria de los variadísimos Montepíos de funcionarios públicos, de las 
clases pasivas y sus normas de configuración  6.

En los inicios de la transición política, estos RREE de funcionarios 
siguieron experimentando cambios en la línea de su homogeneización y 
simplificación de la gestión de la que es expresión la Ley 29/1975, de 27 de 
junio, sobre Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado, cuyo 
artículo segundo sintetiza el diseño de la protección social de los funciona-
rios civiles del Estado en los tres pilares de los derechos pasivos (pensio-
nes), el mutualismo administrativo y la ayuda familiar. La norma excluye 
a los funcionarios militares, de la administración de justicia y locales, que 
tenían, como se ha visto, sus propios RREE, y de los organismos autóno-
mos (adscritos, como se ha dicho, directamente al RGSS). Además, la Ley 
(arts.  5 a 9) establece y organiza a la entidad mutualista (la Mutualidad 
General de Funcionarios Civiles del Estado, luego denominada normati-
vamente como MUFACE) y reparte la cobertura de las contingencias entre 
pensiones (asignadas a los derechos pasivos y gestionadas por el Ministe-
rio de Hacienda) y otras prestaciones temporales, complementarias y de 
naturaleza asistencial a cargo de la Mutualidad. Lo importante de la Ley es 
que su disposición transitoria primera prevé la integración de las múltiples 

6  La asunción por el Estado del compromiso de abonar las pensiones de los fun-
cionarios públicos se remonta a la Ley presupuestaria de 26 de marzo de 1835 inician-
do un recorrido que culmina con la aprobación del Real Decreto-ley de 22 de octubre de 
1926, de Clases Pasivas o Estatuto de Clases Pasivas, relativo a las distintas variedades 
de pensiones. Las clases pasivas o derechos pasivos se volvieron a regular mediante la 
Ley 30/1965, de 4 de mayo, y posteriormente por el Decreto 1120/1966, de 21 de abril, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Derechos Pasivos de los funciona-
rios de la Administración Civil del Estado. Hay que señalar que la protección social de los 
funcionarios públicos a que se hace referencia con la expresión de derechos pasivos abar-
ca solamente la materia de las pensiones; por lo que las Mutualidades siguieron actuando, 
otorgando otro tipo de prestaciones de naturaleza más limitada y temporal. En cuanto a 
los funcionarios militares, fue la Ley 112/1966, de 28 de diciembre, la que se refiere a los 
derechos pasivos de los funcionarios militares y personal asimilado de las fuerzas armadas; 
norma provisional que, con añadidos, desembocará en el texto refundido, aprobado por 
Decreto 1211/1972, de 13 de abril; estableciéndose igualmente una protección mutualis-
ta a cargo de las entonces ya mucho más reducidas numéricamente mutualidades o asocia-
ciones mutuas benéficas correspondientes a los tres ejércitos y a la Guardia Civil y la Poli-
cía Armada. En lo que se refiere a los funcionarios judiciales, es la Ley 11/1966, de 18 de 
marzo, la que, remitiéndose expresamente a la Ley 30/1965 antes citada, establece la pro-
tección de clases pasivas, así como la prestación mutualista complementaria proporcio-
nada por las mutualidades de funcionarios agrupadas en la Agrupación Mutua Benéfica, 
creada por Orden de 11 de mayo de 1968. Sobre toda esta evolución vid. M. R. Alarcón 
Caracuel y S.  González Ortega, Las pensiones de los funcionarios públicos en España, 
Madrid, Fundación Mapfre, 1988, pp. 8-88.
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Mutualidades de Funcionarios existentes en la MUFACE cuya puesta en 
funcionamiento se regula por la Orden de 3 de octubre de 1975.

Algo similar sucede con los miembros de las Fuerzas Armadas para 
los que la Ley  28/1975, de 27 de junio, aprueba la Seguridad Social 
de las Fuerzas Armadas, con un esquema y contenido muy similar a la 
Ley  29/1975, referida a los funcionarios civiles y, de la misma forma 
que esta crea la MUFACE, la Ley 28/1975 da origen al Instituto Social 
de las Fuerzas Armadas (ISFAS); previéndose igualmente la integra-
ción de las diversas mutuas de las fuerzas armadas en el ISFAS, regido 
por la Orden de 9 de octubre de 1975. En cuanto a los funcionarios de 
la administración de justicia, la disposición adicional segunda de la pro-
pia Ley 29/1975, respecto de los funcionarios civiles del Estado, previó 
la aprobación de una ley especial para este tipo de funcionarios, así como 
la creación de una Mutualidad de Funcionarios de la Administración de 
Justicia (MUGEJU).

Por lo que hace a los funcionarios y empleados de la administra-
ción local, su protección social se articuló mediante la creación en el año 
1960 de la Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración Local 
(MUNPAL) mediante la Ley 11/1960, de 12 de mayo, que creó un siste-
ma unitario de protección donde se acumularon las prestaciones de corto 
y largo recorrido, divididas, para los demás funcionarios, entre el sistema 
de clases pasivas y la protección mutualista. Los Estatutos de la MUNPAL 
se aprobaron inicialmente mediante la Orden de 12 de agosto de 1960 y 
se reformaron por la Orden de 9 de diciembre de 1975, recién iniciada la 
transición política, pero sin relación directa con ella.

Finalmente, hay que subrayar que la gestión del Sistema de Seguridad 
Social se apoyaba en el papel central y coordinador del Instituto Nacional 
de Previsión (INP), pero, sobre todo, en la labor de las diversas y numero-
sas Mutualidades Laborales sobre las que descansaba la parte más esencial 
de la gestión del Sistema de Seguridad Social  7.

7  Sobre las cuestiones que se tratan y, particularmente sobre la evolución del sistema 
español de protección social y la implantación del Sistema de Seguridad Social a partir de la 
LBSS, puede verse el trabajo colectivo en el marco del Programa FIPROS, de subvenciones 
para el Fomento de la Investigación en Protección Social, J. García Murcia y M. A. Castro 
Argüelles (dirs.), La Previsión Social en España. Del Instituto Nacional de Previsión al Insti-
tuto Nacional de Seguridad Social, Madrid, Secretaría de Estado de Seguridad Social, Minis-
terio de Trabajo e Inmigración, 2007.
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2. � El asentamiento institucional y organizativo de los regímenes 

especiales

Como puede apreciarse de las anteriores referencias, no solamente la 
LBSS sino también la LSS/1966 y la LGSS/1974, así como las iniciati-
vas del Gobierno para la creación de RREE, apoyadas en las previsiones 
de los arts. 10.3 y 10.2.l) LSS/1966 y LGSS/1974  8, respectivamente, frus-
traron en parte la tendencia a la unidad dentro del Sistema de Seguridad 
Social al consagrar un amplio listado de colectivos con sistemas de previ-
sión propios, integrándolos en diferentes RREE, y, a la vez, generando un 
incremento de tales RREE creándolos ex novo, como son ejemplos los de 
los toreros, artistas, escritores de libros, servidores domésticos y represen-
tantes de comercio. 

A este respecto, no puede decirse que la transición política haya afec-
tado o limitado esta tendencia a la diversificación en la medida en que las 
manifestaciones de ampliación del campo subjetivo del Sistema  9, que es 
en sí misma una manifestación de perfeccionamiento del mismo, se han 
visto acompañadas en dicho periodo, y por lo que hace a los RREE, por 
una consolidación de los tratamientos singulares vigentes con anterioridad 

8  El art.  10.3 LSS/1966 señalaba que se considerarán RREE «los que con tal carác-
ter establezca o autorice el Ministerio de Trabajo, previo informe de la Organización Sin-
dical»; por su parte, el art. 10.2.l) LGSS/1974 establecía que, como señalaba el apartado 1 
del mismo art. 10, a partir de la especial naturaleza del trabajo, de las peculiaridades de las 
condiciones de tiempo y lugar o por la índole de sus procesos productivos, el Ministerio de 
Trabajo podría considerar necesario, previo informe de la Organización Sindical, el estable-
cimiento de un RE. Recurso que, como se ha visto, se utilizó con intensidad en el periodo 
transcurrido entre la aprobación de la LSS/1966 y el inicio de la transición política.

9  Los ejemplos de esta ampliación se refieren tanto al propio ámbito subjetivo de los 
RREE creados, como es el caso de los trabajadores autónomos del RE Agrario, del pro-
pio RE de Trabajadores Autónomos, del RE de Representantes de Comercio, de Tra-
bajadores del Mar o de Escritores de Libros. Más específicamente, puede citarse Real 
Decreto  2398/1977, de 27 de agosto, por el que se regula la Seguridad Social del Clero, 
desarrollado por la Orden de 19 de diciembre de 1977 por la que se regulan determinados 
aspectos relativos a la inclusión del Clero Diocesano de la Iglesia Católica en el Régimen 
General de la Seguridad Social. También la Orden de 7 de marzo de 1978 por la que se dic-
tan normas para la aplicación en materia de Seguridad Social de los Reglamentos Provisio-
nales del Congreso de los Diputados y del Senado y la Resolución de la Dirección General 
de Prestaciones por la que se dictan normas de aplicación y desarrollo de la Orden de 7 de 
marzo de 1978, sobre conservación de la protección de la Seguridad Social de los Diputados 
y Senadores de las Cortes de la Monarquía Española; normas solo concebibles en el marco 
de un sistema parlamentario de carácter democrático y consecuencia de las primeras eleccio-
nes legislativas libres que tuvieron lugar durante la transición política.

569 Foro 2025.indb   303569 Foro 2025.indb   303 28/5/26   23:1028/5/26   23:10



Santiago González Ortega� La protección social durante la transición política en España

Foro, Nueva época, vol. 28 (2025): 293-333304

a la LSS/1966 y también por una ampliación del número de tales RREE 
mediante la creación de nuevos. En consecuencia, muchas de las interven-
ciones normativas producidas al respecto son solamente manifestaciones 
puntuales de reforma o de adaptación de los RREE existentes, consolidán-
dolos de forma más eficiente, sea al ampliar los sujetos protegidos por cada 
RE, sea por ajustar los mecanismos de financiación y de gestión, sea, en fin, 
por mejorar algunas de las prestaciones ya establecidas.

Ejemplos de ello son: a) en cuanto al RE Agrario, la Orden de 10 de 
junio de 1976, que modifica la Orden de 20 de octubre de 1973 en relación 
con la constitución, régimen orgánico y funcionamiento de la Mutualidad 
Nacional Agraria de la Seguridad Social, la Orden de 16 de noviembre de 
1976 por la que se extienden a los trabajadores autónomos las ayudas por 
desempleo otorgadas a los trabajadores por cuenta ajena en el RE Agra-
rio y la Orden de 21 de mayo de 1977, por la que se incrementa la cuantía 
de las prestaciones de protección a la familia; b) respecto de los trabajado-
res por cuenta propia, el Real Decreto 2398/1976, de 1 de octubre, por el 
que se vuelve a perfeccionar el RE de la Seguridad Social de los Trabaja-
dores por Cuenta Propia o Autónomos y la Orden de 10 de noviembre de 
1976 por la que se modifican determinados artículos de la de 24 de sep-
tiembre de 1970 por la que se dictan normas de aplicación y desarrollo de 
este RE o el Real Decreto 1074/1977, de 23 de abril, sobre mejoras volun-
tarias del RE de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos y su 
Orden de desarrollo de 25 de mayo de 1977; c) por lo que se refiere a los 
trabajadores del mar, la Orden de 3 de enero de 1977 por la que se desa-
rrolla el Reglamento General de la Ley 116/1969, sobre el RE de los Tra-
bajadores del Mar.

A la anterior relación pueden sumarse: d) por lo que hace al RE de los 
Representantes de Comercio, la amplia Orden de 24 de enero de 1976, 
de disposiciones de desarrollo del Decreto 2409/1975 por el que se creó 
el RE, así como la Resolución de la Dirección General de la Seguridad 
Social de 26 de enero de 1976 por la que se establecen normas para la ins-
cripción de Empresas, afiliación de trabajadores, altas y bajas, liquidación 
y recaudación de cuotas, así como el Real Decreto  961/1978, de 14 de 
abril, por el que se da nueva redacción en materia de mejoras voluntarias 
al art. 30 del Decreto 2409/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el 
RE de los Representantes de Comercio y la Orden de 8 de mayo de 1978 
por la que se modifica la de 24 de enero de 1976 en cuanto a las mejoras 
voluntarias en materia de asistencia sanitaria de dicho RE; e) en cuanto 
al RE de la Minería del Carbón, la Orden de 3 de enero de 1977 de apli-
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cación y desarrollo del Decreto 298/1973, de 8 de febrero, sobre actua-
lización del RE, la Orden de 10 de marzo de 1977 en materia de invali-
dez y la Orden de 28 de noviembre de 1977, que reforman la Orden de 
3 de abril de 1973, para la aplicación y desarrollo del Decreto 298/1973, 
de 8 de febrero, sobre actualización del Régimen Especial de la Seguridad 
Social para la Minería del Carbón; f) en relación con el RE de los Toreros, 
y tras la anulación de la norma reglamentaria que lo regulaba por la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 27 de diciembre de 1976, el Real Decre-
to 833/1978, de 27 de marzo por el que se regula el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Toreros, recogiendo las modificaciones introduci-
das por el Real Decreto 2564/1977, de 6 de octubre; g) finalmente, el Real 
Decreto 1111/1978, de 2 de mayo, por el que se amplía el campo de apli-
cación del RE de los Escritores de Libros.

Como puede apreciarse por la enumeración transcrita, en ningún caso 
exhaustiva, durante la transición política tiene lugar innovaciones norma-
tivas dirigidas a asentar, consolidar y ampliar el campo de aplicación, las 
reglas en materia de afiliación y de prestaciones de los diferentes RREE. 
Sin que los objetivos de unidad, de homogeneización y de simplificación 
establecidos en la LBSS y en la LSS/1966 fueran atendidos.

3. � Particular referencia a los regímenes especiales  
de funcionarios públicos

Si la constante atención a los RREE es la característica de las normas 
de protección social de la transición política, este rasgo se acentúa respecto 
de los RREE de funcionarios públicos que, justamente en este periodo son 
organizados y articulados de forma detallada. Aunque es posible detectar 
una diferencia entre el RE de funcionarios civiles del Estado, mucho más 
implantado y desarrollado en estas fechas, como sucede con el RE de los 
funcionarios de la Administración Local y el RE de las Fuerzas Armadas, 
más retrasado en cuanto a su aplicación efectiva y el RE de los funciona-
rios de la Administración de Justicia, creado justamente en este periodo. 
Así lo ponen de manifiesto las numerosas normas dirigidas a organizar las 
prestaciones sociales de los diferentes RE de funcionarios públicos, tratan-
do muy variadas cuestiones. A efectos de claridad se tratarán las innovacio-
nes normativas diferenciando entre los cuatro RE de funcionarios públicos 
vigentes en la transición política.
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3.1.  El Régimen Especial de Funcionarios Civiles del Estado

La Ley 29/1975, de 27 de junio, sobre Seguridad Social de los Funcio-
narios Civiles del Estado, constituyó, como ella misma expresa, el cum-
plimiento del mandato tanto de la Ley de Bases de Funcionarios Civiles 
del Estado de 20 de julio de 1963 como de la LBSS. Su disposición final 
segunda ordenó al Gobierno la aprobación de un Reglamento General del 
Mutualismo Administrativo, así como su art. 8 la regulación de la compo-
sición, funcionamiento y atribuciones de los órganos de la MUFACE. Lo 
que se tradujo en el Decreto 843/1976, de 18 de marzo, por el que se apro-
bó el Reglamento General del Mutualismo Administrativo. Ambas normas 
establecieron la triple protección de los funcionarios civiles del Estado (la 
de clases pasivas, la mutualista y la ayuda familiar) y recogieron con detalle 
todo lo relativo al campo subjetivo de aplicación (excluyendo a los funcio-
narios militares, judiciales y locales), a la afiliación y la cotización, al cua-
dro prestacionales y a la dimensión de gestión que quedó encomendada a 
la Mutualidad General. En definitiva, el Decreto 843/1976 no fue sino el 
complemento necesario de la Ley 29/1975 al fin de la implantación del RE 
de Funcionarios Civiles del Estado.

Obviamente no es éste el lugar de analizar con detalle el contenido de 
las normas citadas, aunque sí tratar una importante cuestión que aborda-
ron distintas iniciativas normativas adoptadas durante la transición política 
y que se refiere a la organización de la gestión de la Mutualidad. Se trata de 
la existencia, como se advirtió al inicio, de numerosas Mutualidades Gene-
rales en el seno de los diversos Ministerios junto con otras Mutualidades 
de carácter obligatorio existentes en los mismos cuya eliminación consti-
tuyó un objetivo central de la Ley 29/1975, y que el Reglamento General 
reitera, mediante la integración en la MUFACE, buscando con ello elimi-
nar la heterogeneidad y la dispersión concentrando la función gestora sola-
mente en la Mutualidad General.

Con este fin, la disposición transitoria primera de la Ley 29/1975 y las 
disposiciones transitorias primera a octava del Reglamento General esta-
blecen los plazos, reglas y efectos de la integración para lo que la Orden de 
26 de marzo de 1976 clasifica a las mutualidades y montepíos existentes en 
generales, sean o no obligatorias o voluntarias, y en obligatorias, al margen 
de que sean o no generales, estableciendo que, en el plazo de seis meses, 
deberían decidir si integrarse o no en la MUFACE. El listado contenido 
en la Orden da una imagen expresiva del excesivo número de mutualida-
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des (una treintena), tan dispares como las Mutualidades de Funcionarios 
de cada Ministerio (entre las generales) y las más específicas de Porteros 
de Ministerios Civiles, la Asociación Benéfica de Empleados de Telégrafos 
o la Mutualidad Benéfica del Cuerpo de Ingenieros Navales.

Naturalmente que la aceptación o rechazo de la integración tenía con-
secuencias. En el primer caso una transferencia de derechos, obligaciones 
y patrimonio de la mutualidad de que se trate a la MUFACE, creándose un 
Fondo Especial al que se incorporan también las cuotas de los mutualistas 
y los recursos y subvenciones públicas que percibieran. De la misma forma 
que se garantizan el derecho a la percepción de prestaciones, pudiendo 
los funcionarios afectados renunciar a tales derechos quedando exentos 
de cotizar al Fondo Especial. Y previéndose, respecto de las mutualida-
des que decidan no integrarse en la MUFACE su transformación en volun-
tarias, pudiendo los mutualistas solicitar individualmente su integración 
en la MUFACE. En definitiva, tanto la Ley 29/1975 como el Reglamento 
General ponen en marcha un proceso de desaparición e integración de las 
diversas mutualidades en la MUFACE, llamada a convertirse en la gestora 
única de la Seguridad Social de los funcionarios civiles del Estado.

En la línea de consolidación de la MUFACE se dictan normas relati-
vas a los gastos, pagos, intervención y contabilidad (Orden de 23 de julio 
de 1976); a la elección para constituir la primera Asamblea General de la 
MUFACE (Orden de 15 de noviembre de 1976); a la estructura orgánica 
de la MUFACE (Real Decreto 143/1977, de 21 de enero, desarrollado por 
la Orden de 22 de abril de 1977); a las normas para la inversión de los fon-
dos de la MUFACE (Real Decreto 2876/1977, de 11 de noviembre); a las 
condiciones de actuación, durante el plazo de un año, de las mutualidades 
integradas (Real Decreto 356/1978, de 10 de febrero), plazo que se prorro-
ga hasta el 30 de junio de 1979 (Real Decreto 3065/1978, de 29 de diciem-
bre); a las atribuciones y competencias de los servicios periféricos  de la 
MUFACE, creando las Juntas Provinciales (Real Decreto  1200/1978, de 
12 de mayo); a la Intervención Delegada de la Mutualidad (Orden de 16 
de mayo de 1978); al sistema de cobros de cuotas de las mutualidades inte-
gradas (Orden de 27 de junio de 1978); a la clasificación de las delegacio-
nes provinciales (Orden de 17 de julio de 1978); y al cambio de titularidad 
de los bienes patrimoniales de las mutualidades integradas (Real Decre-
to 2369/1978, de 15 de septiembre)  10.

10  Todo este aluvión de normas se completa con otras muchas como la referida al 
comienzo de aplicación de las prestaciones de protección familiar en el RE de Funcionarios 
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3.2. � Los RREE de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas,  

de los Funcionarios de la Administración de Justicia  
y de Funcionarios de la Administración Local

La evidente consolidación del RE de Funcionarios Civiles del Estado, 
que tiene lugar de forma central durante la transición política, contrasta 
con el más lento desarrollo en lo que hace al RE de las Fuerzas Armadas. 
Partiendo de la Ley 28/1975, de 27 de junio, sobre Seguridad Social de las 
Fuerzas Armadas, con un contenido similar al de la Ley 29/1975, sobre 
Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado, incluye la pre-
visión de integración en la entidad gestora que se crea, el Instituto Social 
de las Fuerzas Armadas (ISFAS), de las mutuas de las Fuerzas Armadas 
existentes a la entrada en vigor de la Ley. Integración que, según la dis-
posición transitoria primera y segunda, podrá tener lugar en condiciones 
similares a las descritas respecto de la MUFACE, en el plazo de seis meses 
desde la aprobación del Reglamento General de la Ley 28/1976; lo que 
sucede más de tres años después mediante el Real Decreto 2330/1978, de 
29 de septiembre.

Mientras esta aprobación tuvo lugar, también se emanaron normas 
referidas a este RE. Así pueden citarse el Real Decreto-ley 9/1976, de 23 
de julio, por el que se deja en suspenso la aplicación de la Ley 28/1975 en 
lo que se refiere a las clases de tropa y marinería: la Ley 8/1977, de 4 de 
enero, sobre derechos pasivos del personal militar de las escalas no pro-

Civiles del Estado (Decreto 858/1976, de 18 de marzo); a la cotización de los mutualistas 
y la aportación del Estado para las prestaciones cuya efectividad tendrá lugar a la entrada 
en vigor del antes citado Reglamento General del Mutualismo Administrativo (Real Decre-
to 1056/1976, de 23 de abril); al procedimiento para la fijación de la cuantía de la aportación 
mensual del Estado (Orden de 13 de mayo de 1976); a la deducción de cuotas de determi-
nados mutualistas y su ingreso en la MUFACE (Orden de 13 de mayo de 1976); a la dis-
pensación de medicamentos en el RE (Orden de 25 de mayo de 1976); a la modificación 
del porcentaje de las pensiones extraordinarias causadas por funcionarios civiles y militares 
inutilizados o fallecidos en acto de servicio (Ley 9/1977, de 4 de enero y Orden de 31 de 
enero de 1978); al procedimiento para la deducción de cuotas de los pensionistas afiliados a 
la MUFACE y para el cálculo de la aportación del Estado relativa a los pensionistas que reú-
nan la condición de mutualistas obligatorios (Orden de 7 de diciembre de 1977); a la modi-
ficación de la base de cotización y los tipos de cotización y de aportación del Estado para la 
financiación de las prestaciones (Real Decreto 295/1978, de 2 de marzo); al procedimiento 
de descuento en nómina de las cuotas de determinados mutualistas en las distintas situacio-
nes administrativas (Orden de 13 de marzo de 1978; o, en fin a la modificación de la base de 
cotización y de aportación del Estado para la financiación de las prestaciones (Real Decre-
to 2331/1978, de 29 de septiembre).
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fesionales de los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire; la Ley 40/1977, de 8 de 
junio, de modificación de la edad de retiro de los Oficiales de las Esca-
las Auxiliares y de los Suboficiales del Ejército de Tierra; la Orden de 27 
de enero de 1978, sobre puesta en funcionamiento del ISFAS, modifica-
da por la Orden de 9 de febrero de 1978; la Orden de 17 de junio de 1978 
para la puesta en funcionamiento de las prestaciones del ISFAS, cuya fecha 
se modificó por la Orden de 25 de agosto de 1978, retrasándola del 1 de 
septiembre al 1 de octubre de 1978; el Real Decreto 2116/1978, de 2 de 
septiembre, sobre participación de los beneficiarios del RE de las Fuer-
zas Armadas en los costes de la asistencia farmacéutica; el Real Decre-
to 2332/1978, de 29 de septiembre, por el que se determina la fecha de 
comienzo de aplicación de las prestaciones por incapacidad transitoria e 
inutilidad para el servicio, servicios sociales, asistencia social y protección a 
la familia en el RE de las Fuerzas Armadas; y, finalmente, la Orden de 9 de 
diciembre de 1978 por la que se dictan las normas sobre los trámites que 
han de observarse para la deducción en nómina de las cuotas de los asegu-
rados, así como la forma en que se han de realizar los ingresos a favor del 
ISFAS de estas cuotas y de la aportación del Estado.

En cuanto al RE de funcionarios de la Administración de Justicia, 
su creación tiene lugar de forma más tardía mediante el Real Decre-
to-ley 16/1978, de 7 de junio, ya en plena transición política. La norma 
sigue la línea de las otras dos leyes de Seguridad Social de los funciona-
rios públicos, dando origen a la pertinente Mutualidad (MUGEJU) con 
pretensión de integrar, aunque no lo imponía, a las mutualidades incor-
poradas a la Agrupación Mutuo-Benéfica de Funcionarios de la Adminis-
tración de Justicia.

Como se ha indicado, y la normativa descrita lo certifica, el RE de las 
Fuerzas Armadas, más retrasado en lo que se refiere a su puesta en fun-
cionamiento, se presenta, a lo largo de la transición política, como un RE 
embrionario, todavía necesitado de variados desarrollos reglamentarios 
para su efectividad plena. Mucho más lo que hace al RE de funcionarios 
de la Administración de Justicia cuya creación, como se ha señalado, tiene 
lugar en los meses finales del periodo de transición política.

No sucede lo mismo por lo que se refiere al RE de Funcionarios de la 
Administración Local ya que la MUNPAL fue creada, como se ha seña-
lado antes, por la Ley 11/1960, de 12 de mayo, aprobándose sus Estatu-
tos mediante la Orden de 12 de agosto de 1960 que se reformaron por la 
Orden de 9 de diciembre de 1975, recién iniciada la transición política. Se 
trataba de un RE más consolidado por lo que las innovaciones normati-
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vas producidas durante la transición política son menores, pudiendo des-
tacarse la Orden de 15 de junio de 1978, sobre actualización y determina-
ción de pensiones de la MUNPAL y el Real Decreto 2175/1978, de 25 de 
agosto, por el que se establece el cómputo reciproco de cotización entre la 
MUNPAL y diversos regímenes del sistema de la Seguridad Social.

III. � LA REORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL  
DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL

1. � La situación durante la transición política

Hay que recordar que, pese a sus reiteradas proclamaciones de ten-
der hacia la unidad como forma de poner término a «la complejidad de 
que adolece nuestro actual sistema de Previsión Social, que se manifiesta 
en una incesante proliferación de disposiciones, causa y efecto, a la vez de 
la diversidad de organismos y entidades cuyas actividades se entrecruzan e 
interfieren cuando no aparecen superpuestas en atención a un mismo suje-
to y a idéntico estado de infortunio con la inevitable duplicidad y consi-
guiente despilfarro de esfuerzos», la Base 17.ª LBSS, en el apartado sesenta 
y nueve, estableció que la gestión de la Seguridad Social se efectuaría, bajo 
la dirección y tutela del Ministerio de Trabajo, por Entidades Gestoras 
(EEGG) que serían, en cuanto al RGSS, el INP y las Mutualidades Labo-
rales, además de las gestoras específicas de los RREE a los que se ha hecho 
referencia en el apartado 2 de este trabajo; previendo solamente una inevi-
table coordinación entre todas ellas. Una multiplicidad de entidades que, 
como no podía ser de otra forma, se repite en el art. 39 LSS/1966 hacien-
do referencia al INP y a las Mutualidades Laborales  11; EEGG a las que el 

11  El Mutualismo Laboral, integrado organizativamente por las Mutualidades Labo-
rales, además de por Montepíos, Cajas de Jubilaciones y Subsidios, Cajas de Previsión de 
Empresa y Caja de Compensación y Reaseguro, estaba integrado, como lo definía la Base 
Decimoséptima de la LBSS, por corporaciones de interés público, integradas por empresas y 
trabajadores, instituidas y tuteladas por el Ministerio de Trabajo para el cumplimiento de los 
fines propios que les correspondían como entidades gestoras de la Seguridad Social. Estas 
Mutualidades fueron asociaciones creadas al amparo de la Ley de 6 de diciembre de 1941, 
de Mutualidades, para «ejercitar una modalidad de previsión de carácter social o benéfico, 
encaminada a proteger a sus asociados o a sus bienes contra circunstancias o acontecimien-
tos de carácter fortuito y previsible a los que están expuestos mediante aportaciones directas 
de los asociados o procedentes de otras entidades o personas protectoras». Para su constitu-
ción se exigían requisitos de dimensión mínima y se basaban en principios como el tratarse 
de asociaciones abiertas que no podían rechazar, salvo casos muy excepcionales, las solicitu-
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art. 47 de la misma LSS/1966 añadió a las Mutuas Patronales respecto de 
la materia de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, regulán-
dolas en los arts. 202 y siguientes.

No alteró nada este esquema la LGSS/1974 cuyo art. 39 señalaba como 
EEGG al INP y a las Mutualidades Laborales, además de añadir, ahora 
como Servicios Comunes, a las Comisiones Técnicas Calificadoras, el 
Fondo de Garantía de Accidentes de Trabajo y la Caja de Compensación 
del Mutualismo Laboral (art. 38.5).

Más detalladamente, el art. 194 volvía a referirse al INP, a las Mutuali-
dades Laborales y a las Federaciones Obligatorias de Mutualidades Labo-
rales, repartiendo las competencias en cuanto a las prestaciones y asig-
nando el art.  196 al INP la gestión de la incapacidad laboral transitoria 
y la invalidez provisional causada por riesgos comunes, el desempleo y 
las prestaciones familiares, además de la asistencia sanitaria (que en ese 
tiempo aún formaba parte de la acción protectora del Sistema de Seguri-
dad Social), las prestaciones recuperadoras y la asistencia social así como 
la gestión del Servicio Común en materia de accidentes de trabajo previs-
to en el art. 213 de la misma LGSS/1974. Y a las Mutualidades Labora-
les las de jubilación, incapacidad laboral transitoria e invalidez provisional 

des de ingreso de las empresas y trabajadores afectados por su margen de actuación; la res-
ponsabilidad de los socios en cuanto a las prestaciones a otorgar por la Mutualidad; la prohi-
bición de ánimo de lucro; y el destino específico de los fondos generados. Las Mutualidades 
Laborales se regían por sus propios Estatutos y debían ser aprobadas por el Ministerio de 
Trabajo que ejercía la tutela sobre ellas, siendo reguladas por el Reglamento de 26 de mayo 
de 1943, si bien, mediante el Decreto de 10 de agosto de 1954, se hizo una distinción entre 
las Mutualidades Laborales y otras mutualidades sobre la base de la función asignada a las 
primeras como era la de gestionar el servicio público de la previsión social obligatoria, sien-
do sustituido su Reglamento General por el establecido en la Orden de 10 de septiembre de 
1954. Es precisamente la aprobación de la LBSS y del Decreto 907/1966, de 21 de abril, por 
el que se aprobó el texto articulado primero de la LBSS (LSS/1966) lo que propició la inte-
gración de las Mutualidades Laborales conservando su especialidad y autonomía, en el orga-
nigrama de gestión del Sistema de Seguridad Social (Decreto 3527/1974, de 20 de diciem-
bre), al señalar (art. 39 LSS/1966) que lo componían, de una parte, el Instituto Nacional de 
Previsión (creado por la Ley de 27 de febrero de 1908) como entidad gestora central, las 
Mutualidades Laborales del Régimen General de la Seguridad Social (RGSS) y otras simila-
res de estructura mutualista que gestionaban los Regímenes Especiales (RREE). Finalmen-
te, la Orden de 12 de febrero de 1975, aprobó el Estatuto Orgánico del Mutualismo Labo-
ral, confirmando su condición de entidad gestora de la Seguridad Social y estableciendo, en 
su art. 3, la composición del Mutualismo Laboral comprendiendo a las Mutualidades Labo-
rales y las demás Mutualidades que, aun sin ostentar tal denominación, están tuteladas por 
el Ministerio de Trabajo a través del Servicio del Mutualismo Laboral, la Caja de Compen-
sación del Mutualismo Laboral, las Comisiones Técnicas Calificadoras y los demás Servicios 
Comunes adscritos o que se adscriban al Servicio del Mutualismo Laboral y el propio Ser-
vicio del Mutualismo Laboral.
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debida a riesgos profesionales, la invalidez permanente y las de muerte y 
supervivencia debida a cualquier causa; con el añadido de las prestaciones 
de recuperación y de asistencia social (art. 197). Además de referirse a las 
Mutuas Patronales de Accidentes de Trabajo (arts. 199 y 202-208) y a las 
empresas como colaboradoras con la gestión (art. 208).

Es éste múltiple panorama de EEGG y Servicios Comunes el que exis-
tía al inicio de la transición política y que se verá afectado de manera pro-
funda hasta culminar en el Real Decreto-ley 36/1978, de 16 de noviembre, 
sobre Gestión Institucional de la Seguridad Social, la salud y el empleo 
RDLGI/1978). Sin embargo, hasta llegar a este trascendental resultado el 
proceso seguido tuvo diversas manifestaciones.

Una de ellas fue la del creciente protagonismo de la gestión de la Segu-
ridad Social en el marco de la organización del propio Gobierno como 
lo expresa el que el Real Decreto  160/1976, de 8 de febrero, procedie-
ra a crear la Subsecretaría de Seguridad Social, adscrita al Ministerio de 
Trabajo, dotada de las Direcciones Generales de Ordenación y Asistencia 
Sanitaria, de Gestión y Financiación de la Seguridad Social y de Servicios 
Sociales; justificando dicha creación en la ampliación del campo subjetivo 
y prestacional del Sistema de Seguridad Social  12. En una línea semejante, 
el Real Decreto 1918/1977, de 29 de julio, estructuró el nuevo Ministerio 
competente, ahora denominado de Sanidad y de Seguridad Social (crea-
do por el Real Decreto 1558/1977, de 4 de julio  13), adscribiendo al mismo 

12  Por su parte, el Real Decreto 736/1977, de 15 de abril, por el que se unificó la acción 
de los Ministerios de Gobernación y de Trabajo en materia de Asistencia Social, trasvasó del 
primero al segundo las competencias pertinentes, cambiando la denominación de la Direc-
ción General de Servicios Sociales del Ministerio de Trabajo por la de Asistencia y Servicios 
Sociales, sobre la base de la común naturaleza universal de las situaciones de necesidad tute-
ladas mediante esas prestaciones. También en el contexto de dicha Subsecretaría se aprue-
ba la Orden de 29 de septiembre de 1976, respeto de los órganos de gobierno del INP y 
cuyo Estatuto de Personal se aprobó por Orden de 31 de octubre de 1970, que sufrió varias 
modificaciones posteriores a lo largo de los años 1976 y 1977 hasta desembocar en el nuevo 
Estatuto aprobado por Orden de 28 de abril de 1978.

13  La creación del Ministerio de Sanidad y Seguridad Social tiene lugar en el marco del 
Real Decreto-ley 18/1976, de 8 de octubre, repleto de medidas de control de precios y ren-
tas debido a la situación de crisis económica y a la fuerte inflación que aquejaba a la eco-
nomía española. Entre las medidas previstas cabe subrayar el propósito del art. 26 donde 
se establecía que «con objeto de obtener una mayor economía en los gastos públicos y una 
mayor eficacia en la gestión de los servicios, el Gobierno, a propuesta de su presidente, 
podrá acordar la supresión, refundición o reestructuración de los Departamentos ministe-
riales, y de los Organismos y Servicios de la Administración del Estado e Institucional, cual-
quiera que sea el rango de la disposición por la que fueron creados o se encuentren regula-
dos». La estructura del Ministerio de Sanidad y Seguridad Social se estableció por Orden 
de 21 de octubre de 1977.
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en materia de Seguridad Social, las Direcciones Generales de Prestaciones 
y de Servicios Sociales, a la vez que creaba la Subsecretaría de Salud con 
las Direcciones Generales de Asistencia Sanitaria, Ordenación Farmacéu-
tica y Salud Pública y Sanidad Veterinaria como una manifestación inicial 
de la separación entre la Seguridad Social en sentido estricto y la Asisten-
cia Sanitaria como un tipo de prestación de naturaleza diferente llamada 
a independizarse de la primera  14. Finalmente, el Real Decreto 2436/1978, 
de 14 de octubre, elevó de rango la materia de Seguridad Social al crear, 
dentro del Ministerio de Sanidad y Seguridad Social, la Secretaría de Esta-
do de Seguridad Social.

Otros cambios afectaron directamente a la estructura de gestión del 
Sistema de Seguridad Social que debía enfrentarse al desafío de la simplifi-
cación frente a la variedad y número de Mutualidades Laborales que apa-
recían, como se ha visto, como EEGG junto al INP. Vital a este respecto 
es el Real Decreto 2564/1977, de 6 de octubre, sobre nueva estructura de 
gestión en el Mutualismo Laboral y racionalización de la competencia de 
algunos regímenes especiales de la Seguridad Social. El mismo Preámbulo 
del Real Decreto hacía el diagnóstico de la que calificaba como «extraor-
dinaria» proliferación que existía de EEGG; atribuyendo esta realidad a la 
diversidad de criterios utilizados para el establecimiento de los entes gesto-
res como el territorial y el sectorial. Con la consecuencia de una relevante 
dispersión de los entes gestores, el incremento de los gastos y las dificulta-
des de coordinación en materia de cotización y determinación de las pres-
taciones, retrasando notablemente su percepción por los interesados, a lo 
que se añadía la profusión de RREE, con entes gestores específicos y dife-
renciados; lo que, según la norma, no se justificaba. El Real Decreto consi-
deraba también necesario estructurar la gestión del colectivo tutelado por 
el Servicio de Mutualismo Laboral, encuadrando a la población activa en 
grandes sectores de actividad económica.

Para cumplir estas finalidades, el Real Decreto dio un primer paso de 
simplificación creando catorce grandes Mutualidades Laborales que ads-
cribió al Ministerio de Sanidad y Seguridad Social a través del Servicios 
del Mutualismo Laboral: de la Minería del Carbón, de Industrias Quími-
cas, Siderometalúrgica, de Alimentación y Bebidas, del Cuero, Calzado y 
Vestido, de la Madera, del Comercio y Hostelería, de Transportes y Comu-
nicaciones, de Instituciones Financieras y de Seguros, de Trabajadores de 

14  La Orden de 28 de septiembre de 1977 estableció las competencias y funciones de la 
creada Subsecretaría de Salud.
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la Defensa Nacional, de Trabajadores Autónomos, de Regímenes Especia-
les Diversos, de Actividades Diversas y de la Construcción. Mutualidades 
que se subrogarían en los derechos y obligaciones de las Mutualidades que 
se extinguían que eran sesenta. Una simplificación y concentración, por 
tanto, de relevancia de las EEGG del Sistema, pero dejando subsistentes 
todavía un alto número de Mutualidades Laborales  15.

Las reformas institucionales adoptadas en la transición política en 
materia de Seguridad Social también afectaron a otras entidades o servi-
cios que, o bien se transformaron, o bien surgieron ex novo.

En cuanto a lo primero, hay que referirse a las Mutuas Patronales, en 
cuanto espacio dejado a la intervención privada sin ánimo de lucro en la 
gestión de la Seguridad Social en materia de riesgos profesionales, que 
estaban reguladas por el Real Decreto de 6 de julio de 1967; norma que 
fue sustituida por el Real Decreto 1509/1976, de 21 de mayo, por el que se 
aprueba el Reglamento General sobre colaboración de las Mutuas Patro-
nales de Accidentes de Trabajo en la gestión de la Seguridad Social, con-
firmando su presencia y relevancia en la gestión del Sistema de Seguridad 
Social, si bien, por el momento, exclusivamente respecto de los riesgos de 
accidente de trabajo y enfermedad profesional  16.

Como Servicios Comunes existentes en el periodo de transición polí-
tica pueden citarse las Comisiones Técnicas Calificadoras  17, el Fondo 

15  La Orden de 13 de octubre de 1977 reguló provisionalmente el funcionamien-
to de los órganos de gobierno de las Mutualidades Laborales creadas por el Real Decre-
to 2564/1977, de 6 de octubre; por su parte, la Resolución de la Subsecretaría de Seguridad 
Social estableció la disponibilidad de los fondos de las cuentas abiertas los las entidades que 
integran el Mutualismo Laboral en Instituciones financieras y la Orden de 19 de diciembre 
de 1977 procedió a unificar las pensiones concurrentes de distintas Mutualidades Labora-
les. En cuanto al personal del Mutualismo Laboral, su Estatuto, aprobado por Orden de 31 
de julio de 1970 fue sustituido por Orden de 30 de marzo de 1977, afectando al personal de 
todas las Mutualidades Laborales subsistentes, así como al adscrito a la Caja de Compensa-
ción del Mutualismo Laboral y de las Comisiones Técnicas Calificadoras.

16  Respecto de las Mutuas Patronales hay que recordar la Orden de 8 de mayo de 1977 
por la que se establece la fianza exigible para desarrollar sus actividades y se fija la cuantía de 
los gastos de administración. Por su parte, la Orden de 26 de octubre de 1976 es indicativa 
de las entidades obligadas una aportación al para el sostenimiento del gasto de las Comisio-
nes Técnicas Calificadoras y que recaía en la Mutualidades Laborales, las Mutuas Patrona-
les, en empresas colaboradoras y en el INP por razón del personal sanitario. Estas aporta-
ciones se hacían al Servicio del Mutualismo Laboral donde estaban adscritas como Servicio 
Común las Comisiones Técnicas Calificadoras, siendo la Orden de 13 de diciembre de 1977 
la que estableció, para el año 1977, los coeficientes utilizables para determinar tales aporta-
ciones. Estas aportaciones se hacían al Servicio del Mutualismo Laboral donde estaban ads-
critas como Servicio Común las Comisiones Técnicas Calificadoras.

17  Reguladas por el art.  144, tanto en la LSS/1996 como en la LGSS/1974 y en la 
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de Garantía de Accidentes de Trabajo  18 y la Caja de Compensación del 
Mutualismo Laboral  19 (art. 38.5 LGG/1974). A los que la disposición tran-
sitoria sexta de la LGSS/1974 añade el Fondo Compensador del Seguro de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales  20 y el Servicio de Rea-
seguros de Accidentes de Trabajo  21.

Además de los organismos citados, existían una larga serie de orga-
nismos vinculados a las cuestiones asistenciales, sanitarias, formativas, de 
seguridad en el trabajo y de estudios. Baste hacer un listado para apre-
ciar la variedad, heterogeneidad ya acumulación de organismos en torno 

Orden de 8 de mayo de 1969, en cuanto al procedimiento aplicable. Por su parte, el 
Decreto 2186/1968, de 16 de agosto, reguló la composición, organización, funcionamien-
to y distribución de competencias de las Comisiones Técnicas Calificadoras previstas en la 
LSS/1966. Las Comisiones Técnicas Calificadoras estaban adscritas al Servicio del Mutua-
lismo Laboral dentro del Sistema de Seguridad Social y se nutrían de las aportaciones de las 
entidades y organismos de la Seguridad Social obligados a su sostenimiento. Un ejemplo de 
dichas aportaciones anuales se encuentra en la Orden de 26 de octubre de 1976, siendo la 
última de estas normas la Orden de 25 de septiembre de 1978.

18  Servicio Común previsto en el art.  39 del Decreto de 22 de junio de 1956, por el 
que se aprobó el texto refundido de la Legislación de Accidentes de Trabajo, así como su 
Reglamento de aplicación y regulado por los arts. 38.5 y la disposición transitoria sexta de 
la LGSS/1974 que lo reconoce como Servicio Común del Sistema, además de regular sus 
recursos mediante el art. 214.

19  La antes denominada Caja de Compensación y Reaseguro de las Mutualidades Labo-
rales, se transformó en la Caja de Compensación del Mutualismo Laboral, adscrita al Servi-
cio de Mutualidades Laborales luego Servicio del Mutualismo Laboral, por obra de la dis-
posición adicional segunda de la LGSS/1974 y siendo regulada por el art. 216 de la misma 
norma; también se refiere a la Caja de Compensación, así como a las Comisiones Técnicas 
Calificadoras, el Decreto 3527/1974, de 20 de diciembre, por el que se dictan normas regu-
ladoras del Mutualismo Laboral.

20  Creado por Decreto de 13 de abril de 1961 y regulado por la Orden de 9 de mayo 
de 1962 fue recogido como Servicio Común por la disposición transitoria quinta de la 
LSS/1966, estableciendo las Órdenes de 17 de noviembre de 1967, de 24 de enero de 1976 y 
de 30 de diciembre de 1977, entre otras anuales, el coeficiente anual a aportar por las EEGG 
al sostenimiento del Fondo Compensador; este tipo de normas fue aprobándose cada año 
hasta la desaparición de Fondo en el año 1978.

21  Creado por Ley de 8 de mayo de 1942, con un Reglamento aprobado por la Orden 
de 20 de abril de 1961, la disposición adicional quinta de la LSS/1966 lo mantiene como 
Servicio Común del Sistema de Seguridad Social al igual que la disposición transitoria 
sexta de la LGSS/1974. El Servicio de Reaseguro se mantuvo como Servicio Común tras 
el RDLGI/1978, suprimiéndose por obra del Real Decreto-ley 13/1980, de 10 de octubre, 
sobre supresión y reestructuración de órganos de la Administración del Estado, asumien-
do la Tesorería General de la Seguridad Social (TGSS) sus funciones en cumplimiento de 
esta decisión de extinción, siendo la Orden de 27 de enero de 1981 la que materializa dicha 
incorporación. En relación con el Servicio de Reaseguro de Accidentes de Trabajo puede 
consultarse, en cuanto a su historia institucional, el documento elaborado por la Subsecreta-
ría del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, titulado Servicio de Reaseguro de Acciden-
tes de Trabajo (1940-1980). Historia Institucional, 2023.
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a las instituciones básicas responsables de la Seguridad Social. Así pue-
den citarse el Servicio Social de Higiene y Seguridad en el Trabajo; el Ser-
vicio Social de Medicina Preventiva; el Servicio Social de Recuperación y 
Rehabilitación de Inválidos; el Servicio Social de Acción Formativa (art. 25 
LSS/1966 y LGSS/1974): el Servicio Social de Asistencia a Pensionistas el 
Sistema de Seguridad Social; el Servicio de Empleo y de Acción Formati-
va; el Servicio Social de Universidades Laborales y el Fondo de Seguridad 
en el Trabajo. También, además del Instituto de Estudios Laborales y de 
Seguridad Social, luego Instituto de Estudios de Seguridad Social, el Ins-
tituto Nacional de Asistencial Social, procedente del Instituto Nacional de 
Auxilio Social, regulado por el Decreto 986/1974, de 5 de abril y recogi-
do en las LSS/1966 y LGSS/1974 (arts. 36 y 37) así como en la Orden de 
1 de diciembre de 1976 en la que se establece la Asistencia Social dispen-
sada por las EEGG de la Seguridad Social. Cabe mencionar, finalmente, 
el Fondo de Reserva de las Pensiones en materia de accidentes de trabajo, 
previsto en el art. 213.3 LGSS/1974  22.

Al margen de esta estructura organizativa, hay que señalar que, por 
Real Decreto 3307/1977, de 1 de diciembre, se establecieron normas para 
la Intervención de la Seguridad Social a partir de la previsión conteni-
da en el art. 5 LGSS/1974 y en el art. 51 de la Ley General Presupuesta-
ria 11/1977, de 4 de enero, donde se prevé la aprobación de reglas para 
implantar la función interventora en las EEGG de la Seguridad Social. La 
Orden de 10 de julio de 1978 determina la aplicación de estas previsiones 
como también otra Orden de la misma fecha estableció la estructura orgá-
nica de la Intervención de la Seguridad Social. Más relevante es la creación 
de la TGSS como Servicio Común de la Seguridad Social por obra del Real 
Decreto 2318/1978, de 15 de septiembre, con la función de unificar y ges-
tionar los recursos financieros del Sistema de Seguridad Social.

Finalmente, el Real Decreto 1879/1978, de 23 de junio, dictó normas 
de aplicación a las Entidades de Previsión Social que actuaban como sus-
titutorias de las correspondientes EEGG del RGSS y de los RREE en apli-
cación de lo establecido en el número siete de la disposición transitoria 
sexta de la LGSS/1974. Dicha disposición establecía la integración en las 
EEGG del RGSS tuteladas por el Servicio del Mutualismo Laboral o en 

22  Sobre todas estas cuestiones, con una descripción completa y detallada del comple-
jo panorama institucional anterior al RDLGI/1978, cfr. I. González del Rey Rodríguez, 
«El Real Decreto-ley 36/1978, de 16 de noviembre, de Gestión Institucional de la Seguridad 
Social, la salud y el empleo», en J. García Murcia y M. A. Castro Argüelles (dirs.), La Pre-
visión Social en España..., op. cit., pp. 326-350.
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las correspondientes a los RREE, de los sectores laborales no encuadrados 
en las mismas pero comprendidos en el campo de aplicación de la Segu-
ridad Social. Ello afectaba a muchos Montepíos y Mutualidades que se 
constituyeron al amparo de la Ley de 6 de diciembre de 1941 y que venían 
actuando como entidades sustitutorias de la acción de las EEGG del Sis-
tema de Seguridad Social. La norma preveía, hasta tanto no se produjera 
dicha integración, la homogeneización de la acción protectora con la dis-
pensada por el la Seguridad Social obligatoria, garantizando los intereses 
y derechos adquiridos o que estén en curso de adquisición de los afiliados 
y sus beneficiarios ante posibles mutaciones o cambios de encuadramiento 
mutualista, para lo cual incluía reglas acerca de prestaciones, financiación, 
cómputo recíproco de cotizaciones y totalización de las mismas y prorra-
teo de su coste, así como acerca de los supuestos de pluriactividad. Todo 
lo cual ponía de manifiesto la existencia de grandes e importantes colecti-
vos excluidos del ámbito del Sistema de Seguridad Social y tutelados por 
ese tipo de entidades sustitutorias de la misma, así como la previsión de su 
integración final en el Sistema.

2. � El Real Decreto-ley de Gestión Institucional  
de la Seguridad Social, la Salud y el Empleo

Es justamente en este caótico panorama en el que va a incidir el 
RDLGI/1978 y lo va a hacer impulsado, no solamente por la eviden-
te necesidad de simplificación y racionalización requerida de conformi-
dad con las exigencias de la LBSS y de las sucesivas Leyes de Seguridad 
Social, sino también por exigencias políticas y financieras que se pusieron 
de manifiesto en los llamados Pactos de la Moncloa y en el llamado Libro 
Blanco de la Seguridad Social, elaborado por la Subsecretaría de Seguri-
dad Social del Ministerio de Trabajo (1977).

Así, en los Pactos de la Moncloa, más concretamente el Acuerdo sobre 
el Programa de Saneamiento y Reforma de la Economía, aprobado el 27 
de octubre de 1977 por todos los representantes de los grupos políti-
cos presentes en el Parlamento, cuyo apartado VI versa sobre la Reforma 
de la Seguridad Social, estableció el compromiso de presentar al Congre-
so un Proyecto de Ley sobre reestructuración de las EEGG de la Segu-
ridad Social de acuerdo con los principios de simplificación, racionaliza-
ción, ahorro de costes, eficacia social y descentralización, transfiriendo a 
la Administración del Estado el Servicio de Empleo y Acción Formativa, 
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la Promoción Profesional Obrera, el Instituto Español de Emigración, el 
Servicio de Universidades Laborales, y el Servicio de Seguridad e Higiene 
salvo las funciones en materia de medicina preventiva laboral; remitiendo 
el control y vigilancia de la gestión de la Seguridad Social a la Intervención 
General del Estado y proponiendo medidas en relación con la Inspección 
financiera y de gestión, la financiación de la Seguridad Social basada en 
una cotización calculada sobre salarios reales, prestaciones farmacéuticas, 
seguro de desempleo, pensiones, seguridad social agraria y salud y asisten-
cia sanitaria.

En aplicación de estas previsiones, el Real Decreto 2318/1978, de 15 de 
septiembre, procedió a la creación de la TGSS como Servicio Común de la 
Seguridad Social con el fin de unificar todos los recursos financieros, del 
Sistema de Seguridad Social, estableciendo sus competencias y régimen de 
funcionamiento. Norma completada por la Resolución de la Subsecreta-
ría de Sanidad y Seguridad Social del Ministerio del mismo nombre, de 29 
de septiembre de 1978, estableciendo normas para las EEGG y Servicios 
Comunes de la Seguridad Social con motivo de la creación de la TGSS, 
estableciendo reglas transitorias en materia de uso de los fondos, realiza-
ción de las operaciones de ingreso y pago, relación de cuentas abiertas en 
las entidades financieras y relación de títulos valores y cualquier otro dere-
cho de similar naturaleza de las EEGG y Servicios Comunes.

Volviendo al RDLGI/1978  23, su Preámbulo identificó los proble-
mas relacionados con la estructura organizativa del Sistema de Seguridad 
Social, persiguiendo simplificar el número de las EEGG, racionalizar sus 
funciones, descentralizar sus tareas administrativas y favorecer la partici-
pación de sindicatos, organizaciones empresariales y de la Administración. 
Para cumplir estos objetivos, la norma establecía una delimitación clara de 
tres áreas: la Salud, la Seguridad Social y los Servicios de Asistencia Social 
y reintegraba al Estado funciones que había asumido la Seguridad Social y 
que no eran propias de la misma como las referidas a empleo, educación y 
servicios sociales. La simplificación y racionalización prevista se compati-
bilizaba finalmente con el principio de caja única en todo el sistema de la 
Seguridad Social.

A este fin, el artículo primero estableció como EEGG de la Seguridad 
Social al Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS) para la gestión 
y administración de las prestaciones económicas del Sistema de Seguri-

23  Sobre el contenido del RDLGI/1978, I.  González del Rey Rodríguez, «El Real 
Decreto-ley 36/1978..», op. cit., pp. 343 y ss.
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dad Social, entidad en la que se integraron todas las Mutualidades y demás 
EEGG mutualistas, dejando de ser EEGG, perdiendo su personalidad 
jurídica y encuadrándose en el INSS los sujetos protegidos por las Mutua-
lidades de Trabajadores por Cuenta Ajena, Autónomos, del Campo, del 
Mar, de la Minería del Carbón y de RREE diversos  24. También creó el Ins-
tituto Nacional de la Salud (INSALUD), para la administración y gestión 
de todo lo relacionado con los servicios sanitarios  25. Y, finalmente, dio ori-
gen al Instituto nacional de Servicios Sociales (INSERSO) para la gestión 
de los servicios complementarios de las prestaciones del Sistema de Segu-
ridad Social  26. Además, el artículo primero procedió a crear como organis-
mos autónomos del Estado a la Administración Institucional de la Sanidad 
Nacional, para las cuestiones sanitarias y el Instituto Nacional de Asisten-
cia Social, para servicios complementarios de los del Sistema de Seguridad 
Social. Un principio de separación institucional entre prestaciones eco-
nómicas (Seguridad Social a cargo del Estado), prestaciones sanitarias (el 
futuro Sistema Nacional de Salud gestionado por las Comunidades Autó-
nomas) y servicios sociales (el que puede llamarse Sistema de Servicios 
Sociales, incluyendo las competencias del IMSERSO más las prevalentes 
de las diferentes Comunidades Autónomas).

Manteniendo la tutela y dirección del Ministerio de Sanidad y Seguri-
dad Social, el RDLGI/1978 procedió a la extinción de una larga serie de 
organismos que se recogen en la disposición final primera y que van desde 
el propio INP, el Servicios de Mutualismo Laboral y las demás EEGG de 
estructura mutualista hasta una lista de Servicios Comunes como la Caja de 
Compensación del Mutualismo Laboral, las Comisiones Técnicas Califica-
doras, el Fondo de Garantía de Accidentes de Trabajo, el Fondo de Pen-
siones de Accidentes de Trabajo, el Fondo Compensador del Seguro de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, la Asistencia a los 
Pensionistas y el Servicio de Recuperación y Rehabilitación de Minusvá-
lidos. Además, suprimió los Servicios Sociales de Empleo y Acción For-
mativa, de Promoción Profesional Obrera de Universidades Laborales y 
de Higiene y Seguridad en el Trabajo (disposición final primera). A la par 
de esta extinción, el RDLGI/1978 ordenaba las transferencias de crédi-
tos necesarias para adscribir a los Organismos autónomos que se crean y 
al Ministerio de Sanidad y Seguridad Social los recursos que venían finan-

24  Regulado por el Real Decreto 1854/1979, de 30 de julio.
25  Regulado por el Real Decreto 1855/1979, de 30 de julio.
26  Regulado por el Real Decreto 1856/1979, de 30 de julio.
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ciando las EEGG y Servicios extinguidos, inclusive los que se vienen apor-
tando con cargo al Sistema de Seguridad Social (disposición final quinta).

De la misma forma que se transferían los bienes, derechos y acciones 
de los extinguidos servicios relacionados con el empleo y la formación al 
Instituto Nacional de Empleo (INEM) de nueva creación y con competen-
cias en esta materia y al Instituto Nacional de Enseñanzas Integradas res-
pecto de los Servicios de Empleo y Acción Formativa, Promoción Profe-
sional Obrera y el Servicios de Universidades Laborales; como se integran 
en el Patrimonio del Instituto Nacional de Higiene y Seguridad en el Tra-
bajo los adscritos al Servicio de Higiene y Seguridad en el Trabajo, dejan-
do igualmente de tener la condición de EG de la Seguridad Social el Insti-
tuto Español de Emigración, adscrito al Ministerio de Trabajo.

Lo que quizás es más notorio del RDLGI/1978, además de hecho de 
la extraordinaria simplificación de las entidades y organismos y de la divi-
sión de sus funciones en las áreas de Seguridad Social, Sanidad y Servicios 
Sociales, es la creación, como se ha dicho, del INEM. Lo establece el artí-
culo quinto del RDLGI/1978, siendo un organismo autónomo, con per-
sonalidad jurídica propia las funciones, de una parte, de organizar los ser-
vicios de empleo, ayudar a trabajadores y empresas cruzando las ofertas y 
demandas de trabajo, y asumir la formación de los trabajadores en cone-
xión con la política de empleo mediante acciones de formación y reconver-
sión profesional, y, de otra parte, gestionando y controlando las prestacio-
nes de desempleo así como las subvenciones y ayudas para el fomento del 
empleo. Esto es, lo que se ha venido a identificar como las políticas acti-
vas y pasivas de empleo.

El RDLGI/1978 también crea el Instituto Nacional de Enseñan-
zas Integradas, adscrito al Ministerio de Educación y Ciencia, así como 
el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, adscrito al 
Ministerio de Trabajo y el Servicio Social de Medicina Preventiva, adscri-
to al Ministerio de Sanidad y Seguridad Social. Finalmente, y respeto de 
la participación en el control y vigilancia del INSS, del INSALUD y del 
INSERSO, el RDLGI/1978 previó la participación, desde el nivel esta-
tal al local, de los representantes sindicales, empresariales y de la propia 
Administración Pública, previendo una participación tripartita en el con-
trol de las Mutualidades; lo que se materializó posteriormente mediante el 
Real Decreto 3064/1978, de 22 de diciembre, por el que se reguló provi-
sionalmente, aunque todavía sigue en vigor, la participación en la Seguri-
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dad Social, la Salud y el Empleo  27. Se dio así aplicación a lo previsto en el 
art. 129 de la recién aprobada CE en materia de participación de los inte-
resados en la Seguridad Social.

Como ha podido apreciarse, el RDLGI/1978 puso fin a una compleja, 
dispersa y descoordinada organización de la Seguridad Social, reduciendo 
sus EEGG de forma drástica a las tres centrales, extinguiendo gran núme-
ro de organismos y transfiriendo otros a los Departamentos ministeriales 
a los que por la materia les correspondía como es el caso de los Ministe-
rios de Educación y Trabajo. En cuanto al tema de la protección contra 
el desempleo, su vinculación lógica con las políticas activas determinó no 
solamente la creación de una nueva entidad como es el INEM, funcional, 
aunque no nominalmente, gestora de la Seguridad Social; una fusión que 
determinó que la cobertura de desempleo se extrajera de la LGSS por la 
Ley 51/1980, de 8 de octubre, Básica de Empleo, hasta su reintroducción 
por obra de la LGSS/1994.

IV. � LA FINANCIACIÓN DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL

El periodo de transición política también supuso algunas innovaciones 
en el ámbito de la financiación del Sistema de Seguridad Social. Un antici-
po de la relevancia de las cuestiones financieras y económicas fue la crea-
ción, de la que ya se ha dado noticia, de la TGSS. Pero también existieron 
otras innovaciones en materia de cotización que merecen ser destacadas, 
aunque sea de forma sintética.

Hay que partir a este efecto del mandato contenido en los arts. 73 y 
74 LGSS/1974 respecto del RGSS según los cuales la base de cotización 
(BC) para todas las contingencias y situaciones amparadas, incluyendo las 
de accidentes de trabajo y enfermedad profesional, sería la remuneración 
total que percibiera la persona trabajadora, con exclusión de algunos con-
ceptos como dietas, indemnizaciones, las propias prestaciones de Seguri-
dad Social o las horas extraordinarias, salvo para la cotización por ries-
gos profesionales  28. Por su parte, el art.  74 establecía los topes mínimos 

27  Complementarias en materia de participación son las Órdenes de 12 de enero de 
1979 para las nuevas EEGG del Sistema de Seguridad Social; la Orden de 17 de enero de 
1980, Reglamento de Régimen de Funcionamiento de los Consejos Generales de las mismas 
EEGG y la Orden de 8 de julio de 1981, con reglas similares, respecto del INEM.

28  Un propósito para el que la disposición transitoria tercera de la LGSS/1974 estable-
ció una serie de plazos, luego incumplidos.
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y máximos de una BC así calculada, teniendo el tope mínimo una cuan-
tía igual a la del salario mínimo interprofesional (SMI) vigente en cada 
momento. En definitiva, la LGSS/1974, frente a una cotización basada en 
unas bases tarifadas por categorías o grupos de trabajadores, instauraba la 
fórmula de BC=Salarios Reales, encuadrada entre un tope máximo, por 
encima del cual las cantidades percibidas no cotizaban, y un tope mínimo 
obligatorio, incluso, como señalaba el art. 74.4 LGSS/1974, con indepen-
dencia del número de horas trabajadas diariamente.

Este propósito legal, que contribuía de forma directa al mejor fun-
cionamiento financiero del sistema, era, además de más equitativo, bene-
ficioso para los potenciales beneficiarios de las prestaciones, mejorando 
la cuantía de éstas en la medida que las nuevas BC así calculadas influi-
rían, de acuerdo con el principio contributivo, en la propia cuantía y cali-
dad de las prestaciones. En cumplimiento de estas previsiones, el Decre-
to 547/1975, de 21 de marzo, procedió a fijar el SMI y las bases y tipos 
de cotización para la Seguridad Social. El Decreto recogía el mandato del 
art.  73 LGSS/1974, estableciendo una determinada cuantía como tope 
máximo de cotización para todas las actividades, categorías profesiona-
les y contingencias protegidas, doblándolo los meses en que se abonaban 
las pagas extraordinarias, salvo respecto de los trabajadores agrarios para 
los que las BC seguían siendo tarifadas y únicas por categorías profesiona-
les. El Decreto 547/1974 también establecía los tipos de cotización aplica-
bles para el RGSS, fijando un tipo diferenciando entre la cotización gene-
ral (un total del 40 por 100, con un reparto del 33 por 100 a cargo del 
empresario y del 7 por 100 del trabajador) y la tarifa de primas por acci-
dentes de trabajo.

Estas previsiones, que constituían sin duda un perfeccionamiento del 
sistema de financiación de la Seguridad Social en cuanto más realista y 
equitativo, se vieron frenadas, por razones de crisis económica con sus 
secuelas de inflación y de disminución de la actividad productiva, por el 
Decreto-ley 2/1975, de 7 de abril, sobre medidas de política económica y 
social, el cual se aparta de lo previsto en el art. 73 LGSS/1974, mantenien-
do el sistema de bases tarifadas según categorías profesionales  29.

En este contexto, y debido a la diferencia entre bases tarifadas y sala-
rios reales, era posible una cotización adicional complementaria para 
mejorar tales bases en vistas del cálculo futuro de las prestaciones, el 
Decreto-ley también limitaba la cuantía de dicha base complementaria 

29  El Decreto-ley 2/1975 fue desarrollado por el Decreto 2410/1975, de 2 de octubre.
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individual aplicando un concreto porcentaje de la base tarifada. La norma 
también topaba la BC por riesgos profesionales y procedía a fijar los tipos 
de cotización en el 46 por 100 de la base tarifada (el 39 por 100 a cargo de 
la empresa y el 7 por 100 del trabajador) y en el 20 por 100 para la base 
complementaria (con un reparto del 17 y del 3 por 100, respectivamen-
te, para empresa y trabajador). Las previsiones citadas fueron desarrolla-
das por la Orden de 15 de abril de 1975, confirmando el mantenimiento 
de las BC tarifadas y precisando que la base complementaria venía cons-
tituida por la diferencia, con un límite, entre los salarios reales y la base 
tarifada aplicable  30.

Por último, el Decreto-ley 2/1975 que impuso este retroceso en rela-
ción con lo exigido por el art. 73 LGSS/1974 y el mantenimiento del sis-
tema de bases tarifadas determinó la vigencia de sus reglas desde el 1 de 
abril de 1975 al 31 de marzo de 1976. Periodo de suspensión del art. 73 
LGSS/1974 que el Decreto-ley 3/1976, de 22 de abril, amplió un año más 
hasta el 31 de marzo de 1977. Esta previsión fue desarrollada por el Decre-
to 824/1976, de 22 de abril, que dictó las normas de aplicación en mate-
ria de cotización entre el 1 de abril de 1976 y el 31 de marzo de 1977, en el 
que, además de establecer el tope máximo general de las BC, tanto para la 
cotización por contingencias comunes como para las contingencias profe-
sionales, actualizó la cuantía de las bases tarifadas y fijó los tipos de cotiza-
ción aplicables, según periodos trimestrales, durante el periodo señalado.

Con cambios paulatinos que iban desde el 45,20 por  100 para la 
base tarifada y del 26 por 100 para la BC complementaria individual (el 
38,32 y el 6,88 por 100 para la primera y el 22,10 y el 3,90 por 100 para 
la segunda, a repartir entre empresa y trabajador, respectivamente), al 
44,70 y el 27,50 por 100 (con un 37,90 y un 6,80 por 100 para la prime-
ra y el 23,37 y el 4,13 por 100 para la segunda, a repartir entre empre-
sa y trabajador), al 44,20 y el 29 por 100 para una y otra (con un reparto 

30  Puede hacerse aquí mención a la innovación introducida por la Orden de 15 de 
noviembre de 1975, sobre el ingreso separado de la parte de cuota correspondiente a las 
aportaciones de los trabajadores en el RGSS, atendiendo a los problemas que se derivan de 
la regla del ingreso único de las cuotas de empresa y trabajadores cuando la empresa atra-
viesa dificultades económicas o de caja que le impiden hacer el ingreso de las cuotas que le 
corresponden, aunque si puedan, y deban, hacerlo en relación con la de los trabajadores. 
Además, en desarrollo de la misma Orden y en relación con la Orden de 30 de abril de 1973, 
se dictó la Resolución de 17 de diciembre de 1975 relativa, entre otras cuestiones, a la forma 
de reintegrar a las empresas el importe de las prestaciones satisfechas por su colaboración 
de pago delegado. En la misma línea la Resolución de la Subsecretaría de Seguridad Social 
de 27 de octubre de 1976 y la Resolución de 4 de mayo de 1978.
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entre empresa y trabajador del 37,47 y del 6,73 por 100 en el primer caso 
y del 24,75 y del 4,35 por 100 en el segundo caso); finalizando el año con 
un 44 y un 30 por 100 (de los que el 37,30 y el 6,70 por 100, en el pri-
mer caso, y del 24,50 y del 4,50 por 100, a cargo de empresa y trabajador, 
respectivamente).

Lo anterior pone de manifiesto una progresiva disminución de los 
tipos generales en cuanto a la cotización por bases tarifadas (que van 
desde el 45,20 al 44 por 100) que se refleja en la cotización empresarial, 
y un incremento del tipo en relación con la BC complementaria (yendo 
desde el 26 al 30 por  100), a la vez que una disminución de la parte 
empresarial en cuanto a las BC tarifadas desde el 38,30 al 37,30 por 100 y 
de la aportación del trabajador desde el 6,80 al 6,70 por 100. Por lo que 
hace a la BC complementaria, el movimiento es contrario, incrementando 
la aportación de la empresa desde el 22,10 al 25,50 por 100, pero también 
la del trabajador desde el 3,90 al 4,50 por 100. Sucesivas órdenes ministe-
riales precisaron, para cada trimestre, las reglas aplicables hasta el 31 de 
marzo de 1977  31. Todo ello relacionado con las exigencias de control de la 
inflación y de reducción, o no incremento, de costes empresariales, funda-
das en la difícil situación económica del país debido a una contracción de 
la actividad económica, a un aumento de los precios y a una alta inflación.

El Real Decreto-ley  21/1977, de 26 de marzo, para la cotización 
durante el periodo comprendido entre el 1 de abril de 1977 y el 31 de 
marzo de 1978  32 aplica un mecanismo similar al descrito, aunque dividido 
en periodos semestrales, diferenciando entre las BC tarifadas y BC com-
plementarias individuales  33; a fijar las primeras por Real Decreto y siendo 
las segundas de un importe que no podría exceder del que resulte de apli-
car a la BC tarifada el tanto por ciento que determinara el Ministerio de 

31   En el año 1976 fue el Decreto 3611/1975, de 19 de diciembre, el que reguló esta 
materia entre el 1 de enero y el 31 de marzo de 1976, norma desarrollada por la Orden de 20 
de enero de 1976; también el Decreto 824/1976, de 22 de abril, desarrollado por la Orden 
de 22 de abril de 1976, por la Orden de 26 de junio de 1976, por la Orden de 29 de septiem-
bre de 1976, por la Orden de 24 de diciembre de 1976. En el año 1977 las Órdenes minis-
teriales fueron las de 15 de enero de 1977, de 21 de abril de 1977 y de 8 de junio de 1977.

32  Desarrollado por Real Decreto 459/1977, de 26 de marzo, para el periodo entre el 1 
de abril de 1977 y el 31 de marzo de 1978. Por su parte el Real Decreto-ley 42/1977, de 5 de 
noviembre, modificó al Real Decreto-ley 21/1977, prorrogando hasta el 31 de diciembre de 
1977 los tipos de cotización al RGSS y manteniendo la vigencia de las bases tarifadas y de 
los topes de cotización. Además, estableció una demora hasta el 31 de diciembre de 1978 de 
la aplicación plena del art. 73 LGSS/1974.

33  Hay que hacer referencia al Real Decreto 2500/1976, de 8 de octubre, por el que se 
fijan las BC a la Seguridad Social a partir de 1 de enero de 1977.
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trabajo mediante Real Decreto. Se trata del Real Decreto 459/1977, de 26 
de marzo, que fijó las BC tarifadas y establece los tipos aplicables que van 
desde el 39 al 37 por 100 y de las complementarias del 31 al 33 por 100 a 
finales de marzo de 1978. Con un reparto entre empresa y trabajador que 
se movía desde el 33,15 al 31,40 por 100 y del 5,85 al 5,55 por 100 respec-
tivamente para las BC tarifadas; y del 26,35 al 28 por 100 y del 4,75 al 5 
por 100, en relación con las bases complementarias  34.

Es decir que se va produciendo, con carácter general una disminución 
global del tipo de cotización por BC tarifadas y un incremento del tipo apli-
cable a las BC complementarias; con un reparto que señala una reducción de 
la aportación empresarial en cuanto a las BC tarifadas y, en cambio, un incre-
mento respeto de las BC complementarias. Por lo que hace al trabajador, la 
norma fijaba también una disminución de su aportación en el caso de las BC 
tarifadas y también un incremento de su aportación respecto de las comple-
mentarias. En definitiva, todo el amplio periodo transitorio descrito mani-
festaba un acercamiento paulatino hacia la identificación, al margen de los 
topes, entre salarios reales y BC, si bien esa convergencia se iba produciendo 
indirectamente al reducir los tipos de las BC tarifadas y aumentado los refe-
ridos a las bases complementarias hasta hacerlos coincidir.

Sobre esta materia también impactó el citado Acuerdo sobre el Pro-
grama de Saneamiento y Reforma de la Economía de octubre de 1977, 
cuyo apartado VI versa sobre la Reforma de la Seguridad Social y que 
estableció el sistema de cotización se articularía conforme a criterios de 
progresividad y de redistribución, para lo que se asumía el que las coti-
zaciones se establecerían en función del nivel de renta de los cotizantes 
teniendo en consideración los salarios reales. Algo que ya había estable-
cido, como se ha visto la LGSS/1974. Más concretamente el compromi-
so asumido era el de que, con la finalidad de moderar los costes del tra-
bajo, se procedería a un menor crecimiento de las cuotas de la Seguridad 
Social, poniendo el 18 por ciento como límite de dicho aumento duran-
te el año 1978 respecto de la cuantía del año 2017. Añadiendo que debía 
procurarse que la participación del Estado en la financiación de la Seguri-
dad Social tendiera a aumentar pasando del 3,5 por 100 a finales de 1977 
al 20 por 100 en el año 1983.

34  El Real Decreto-ley  42/1977, de 5 de noviembre, modificó el Real Decreto-
ley 21/1977, prorrogando hasta el 31 de diciembre de 1977 los tipos de cotización al RGSS 
y manteniendo la vigencia de las bases tarifadas y de los topes de cotización.
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En la senda de estos criterios, como expresamente lo señalaba su 
Preámbulo, se aprobó el Real Decreto-ley 4/1978, de 24 de enero, sobre 
recaudación e inspección en la Seguridad Social, conforme al cual, se esta-
blecía para el RGSS el mantenimiento del sistema anterior de cotización, 
pero matizado con los siguientes criterios. De un lado, estableciendo un 
tope a la BC complementaria del 250 por 100 del importe de la BC tari-
fada  35; lo que refleja la pobreza y escasa cuantía de esta última en compa-
ración con los salarios reales; de otro lado, fijando un tipo único de coti-
zación aplicable a ambas BC, tanto las tarifadas, que persisten, como las 
complementarias, del 34,30 por  100; lo que refleja claramente la pobre-
za de las BC tarifadas y su muy escasa relación con las retribuciones rea-
les, como lo manifiesta la importancia cuantitativa del tope máximo de las 
bases complementarias. En todo caso, tal tope y la unificación de los tipos 
aplicables son ya un significativo paso hacia una cotización unitaria basada 
en los ingresos reales del trabajador.

El Real Decreto-ley 4/1978 fue objeto de desarrollo por el Real Decre-
to 95/1978, de 26 de enero y por la Orden de 28 de febrero de 1978. Lo 
más relevante de este Real Decreto es la actualización a la que procede 
de las bases tarifadas, invariables, como el Preámbulo de la propia norma 
indica, desde el año 1977, sin adecuarlas al incremento del SMI que tuvo 
lugar en septiembre del mismo año. Las bases tarifadas incrementadas se 
recogían en el art. 1 del Real Decreto, mientras que su art. 2 fijaba el tipo 
unificado aplicable del 34,3 por 100, repartiéndolos en un 29,15 por 100 
para el empresario y un 5,15 por 100 para el trabajador. Por su parte, el 
art. 4 del mismo Real Decreto determinaba la cuantía del tope máximo de 
cotización; tope aplicable también a la cotización por riesgos profesionales 
y a la de desempleo  36. También, por las fechas en que se aprueban las nor-
mas anteriores, lo hace el Real Decreto 249/1978, de 10 de febrero, rela-
tivo al excepcional sistema de pago aplazado de cuotas ya previsto por el 
Real Decreto-ley  4/1978, de 24 de enero, estableciendo las condiciones, 
los límites, las cuantías, los plazos y el procedimiento; norma desarrollada 

35  No obstante, las circunstancias económicas empujaron a reducir ese límite al 220 
por 100 por obra de la Orden de 14 de febrero de 1978.

36  Puede indicarse que la Orden de 13 de febrero de 1978 distribuía los tipos de cotiza-
ción al RGSS según las diferentes contingencias y situaciones protegidas, siguiendo lo esta-
blecido en el Real Decreto 95/1978, incluyendo un ilustrativo cuadro explicativo. Por otra 
parte, la Orden de 28 de febrero de 1978, sobre cotización en RGSS para 1978, constituyó 
un desarrollo detallado de las previsiones del Real Decreto 95/1978.
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por la Resolución de la Subsecretaría de Seguridad Social de fecha 16 de 
marzo de 1978  37.

Dejando al margen los RREE cuyas notables peculiaridades en materia 
de cotización hacen imposible en esta sede hacer una descripción incluso 
superficial, sí que resulta conveniente referirse a las otras dos cotizaciones 
estandarizadas, específicamente en el RGSS, como era la cotización por 
riesgos profesionales y por desempleo.

En cuanto a la primera, habitualmente denominadas como primas de 
accidente de trabajo, el Decreto 547/1975, de 21 de marzo, estableció que 
la cotización para accidentes de trabajo y enfermedades profesionales será 
la que se deriva de la tarifa de primas vigente; algo que reiteró la Orden de 
15 de abril de 1975, de aplicación del Decreto-ley 2/1975, de 7 de abril, 
en materia de cotización. Por su parte el Real Decreto 2824/1977, de 23 
de septiembre, estableció una nueva tarifa de primas de cotización por 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales sobre la base, como el 
mismo Real Decreto señala, de una reducción general del 10 por 100 de 
las primas a la que se añaden otras, resultado de revisar a la baja las tari-
fas existentes. Una tarifa que se vio prorrogada hasta el 31 de diciembre de 
1978 por obra del Real Decreto 1786/1978, de 23 de junio.

En relación con la cotización por desempleo puede partirse del Real 
Decreto-ley 15/1976, de 10 de agosto, por el que se modificó la base de 
cotización y se perfecciona la acción protectora del desempleo, donde se 
establecía que la BC sería igual a la de los riesgos profesionales. El Real 
Decreto-ley 15/1976 establecía además que, entre el 1 de octubre de 1976 
y el 1 de marzo de 1977, el tipo de cotización sería del 2,70 por 100 del 
que el 2,35 por 100 a cargo de la empresa y el 0,35 por 100 del trabajador. 
Porcentajes que repitió el Real Decreto 459/1977, de 26 de marzo, para el 
periodo comprendido entre el 1 de abril de 1977 y el 31 de marzo de 1978 
y que el Real Decreto-ley 4/1978, de 24 de enero, mantuvo durante todo 
el año 1978.

Para cerrar este apartado hay que hacer referencia también a algunas 
normas que son expresión de la consolidación del aparato financiero del 
Sistema de la Seguridad Social al crearse entidades, órganos y procedi-
mientos que así lo ponen de manifiesto y que se culmina, hacia el final del 
periodo analizado, con la creación de la TGSS. Esas manifestaciones, sola-
mente citadas, son las siguientes: la Orden de 26 de junio de 1976, sobre 

37  Con anterioridad la Orden de 17 de noviembre de 1976 había modificado el proce-
dimiento del pago de cuotas al RGSS.
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estructura de los presupuestos de las EEGG, servicios comunes y servicios 
sociales de la Seguridad Social y Mutuas patronales de accidentes de traba-
jo, en aplicación de lo previsto en el art. 43 LGSS/1974, y desarrollada por 
la Resolución de 27 de junio de 1976 de la Dirección General de gestión 
y Financiación de la Seguridad Social en la que se definen el contenido de 
las rúbricas de la estructura presupuestaria; el Real Decreto 3261/1976, de 
31 de diciembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad 
del Sistema de Seguridad Social, completado por la Orden de 2 de febrero 
de 1977, sobre elaboración de los procedimientos contables de las entida-
des comprendidas en el Sistema de Seguridad Social con sujeción al Plan 
General; el Real Decreto 2890/1977, de 28 de octubre, por el que se regula 
la remisión al Ministerio de Sanidad y Seguridad Social, y posteriormente 
a las Cortes, de los documentos contables de las EEGG y Servicios Comu-
nes de la Seguridad Social; y, en fin, el Real Decreto-ley 4/1978, de 24 de 
enero, sobre recaudación e Inspección en la Seguridad Social.

Finalmente, es adecuado recordar que el apartado VI, C) del Acuerdo 
sobre el Programa de Saneamiento y Reforma de la Economía, aprobado 
el 27 de octubre de 1977 preveía el establecimiento de medidas que garan-
ticen la mayor eficacia a la recaudación y control de la Seguridad Social, 
actualizándose los cometidos de la inspección financiera y de gestión.

V. � LAS PRESTACIONES, EN PARTICULAR EL DESEMPLEO

El tema de las prestaciones es sin lugar a duda el menos afectado a lo 
largo de la transición política, centrándose si acaso en la prestación por 
desempleo, en la materia de la revalorización de las pensiones y en algún 
aspecto concreto de la pensión de jubilación  38.

En cuanto al desempleo, ya la Orden de 10 de febrero de 1975, se diri-
gió a coordinar la acción protectora en favor de los trabajadores en situa-
ción de desempleo, ampliando la protección mediante la concesión de pró-
rrogas del subsidio en tanto subsistieran las circunstancias negativas, que 
la norma califica de coyunturales en relación con la ocupación y el empleo 
de los trabajadores además de con un incremento de las prestaciones hasta 
el 100 por 100 de las bases reguladoras. Medidas destinadas preferente-

38  Se trata de la Orden de 17 de septiembre de 1976 que reformó lo referido a la jubila-
ción anticipada a los sesenta años de quienes hubieran sido mutualistas de cualquier Mutua-
lidad a la fecha de 1 de enero de 1967 o cualquier otra anterior; jubilación ya prevista en la 
Orden de 18 de enero de 1967.
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mente a trabajadores afectados por expedientes de regulación de empleo 
o por procesos de reestructuración o de reconversión de las empresas y 
a los trabajadores discapacitados o titulares de familias numerosas. Por 
su parte la orden de 6 de mayo de 1975, sobre ayudas del Fondo nacio-
nal de Protección al Trabajo para Empleo Comunitario, preveía unas ayu-
das asistenciales de las previstas en la Orden de 25 de enero de 1975, final-
mente financiadas por el INP, pero compatibles, aunque no simultáneas, 
con el subsidio por desempleo; de forma que la concesión de las ayudas 
determinaba la suspensión del subsidio por desempleo que podría reanu-
darse tras el agotamiento de las primeras. Finalmente, todavía en el año 
1975, el Decreto-Ley de 22 de maro, sobre organización de los Servicios 
de Empleo, estableció la condición dual de los Servicios de Empleo como 
gestor de las políticas activas de empleo, pero a la vez de las prestaciones 
por desempleo, realizando en esta dimensión una función material de enti-
dad gestora, aunque autónoma dentro del Sistema de Seguridad Social. Así 
lo consagraría más tarde el RDLGI/1978, como se ha visto.

Ya en plena transición política y con la presión debida a la crisis eco-
nómica y la grave situación de desempleo generada, se aprobó el Real 
Decreto-ley 15/1976, de 10 de agosto. Norma relevante mediante la que 
se modificó la base de cotización y se perfeccionó la acción protecto-
ra del desempleo en relación con la base reguladora de la prestación, la 
duración de la misma, sus prórrogas, el desarrollo del concepto de colo-
cación adecuada, la suspensión de la prestación por el desarrollo de un 
trabajo, las causas de extinción, el posible reconocimiento de un nuevo 
derecho, la posibilidad de complementar la cuantía del subsidio por des-
empleo mediante la concesión de ayudas excepcionales en razón de las cir-
cunstancias personales de los desempleados. El Real Decreto-ley 15/1976 
fue desarrollado extensamente por la Orden de 7 de septiembre de 1976, 
modificando la anterior Orden de 5 de mayo de 1967. Durante el año 
1977 también se emanaron normas referidas a la prestación por desempleo 
como la Orden de 19 de mayo de 1977 sobre desempleo de trabajadores 
de temporada, con reglas sobre desempleo durante o al fin de la tempora-
da en caso de extinción de los contratos, consideración de situación de asi-
milación al alta en los periodos de inactividad, o régimen de percepción 
especial de las prestaciones por desempleo fuera de la temporada.

Pero lo más relevante al respecto es el Acuerdo sobre el Programa de 
Saneamiento y Reforma de la Economía, aprobado el 27 de octubre de 
1977 donde se hacen frecuentes referencias al tema tanto del empleo como 
del desempleo en los términos siguientes: a)  orientar prioritariamente el 
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gasto público al fomento del empleo, dedicando 100.000 millones de pese-
tas como aportación al presupuesto de la Seguridad Social en 1978, de los 
cuales 60.000 millones se destinarán al seguro de desempleo; b) adoptar 
las medidas que aseguren una prestación eficaz y rigurosa del seguro de 
desempleo y un tratamiento prioritario de las modalidades de creación de 
puestos de trabajo, atendiendo especialmente al empleo juvenil, contrata-
ción temporal de los acogidos al subsidio de paro sin pérdida de sus dere-
chos y a las áreas geográficas de mayor índice de desempleo; c) extender 
progresivamente la cobertura del seguro de desempleo a todos los para-
dos; d) satisfacer el estado a partir del 1 de noviembre de 1977 con cargo 
a los recursos de la Seguridad Social, en los casos de contratación tempo-
ral de acogidos al subsidio de desempleo, el 50 por 100 de las cotizaciones 
que se devenguen; e) asunción progresiva por el Estado de la financiación 
del Seguro de Desempleo, traspasándose eventualmente las competencias 
en esta materia al Departamento ministerial responsable de la política de 
empleo; f) controlar los censos, la marcha de las oficinas de colocación y, 
en general, los distintos aspectos de la prestación por desempleo en orden 
a su eficacia en todos los ámbitos, particularmente en el local, a través de 
órganos de vigilancia y control; asimismo las Oficinas de Colocación harán 
públicas las listas de parados con objeto de facilitar su reincorporación al 
trabajo; g) ampliar los plazos de prestación del subsidio de desempleo para 
ciertas categorías de trabajadores sometidos a circunstancias excepcional-
mente difíciles; h) en la medida que lo permitan las posibilidades econó-
micas y financieras de la Seguridad Social y de las aportaciones del Estado, 
revisar la cuantía de las prestaciones por desempleo de forma que, unidas 
las de la Seguridad Social a las del Fondo Nacional de Protección al Traba-
jo, no sean inferiores al SMI; i) incrementar las subvenciones para mitigar 
el paro de las personas encuadradas en el RE Agrario y de los Trabajado-
res del Mar, y j) establecer un tope máximo a la prestación por desempleo, 
al objeto de conseguir una mayor progresividad del sistema.

Precisamente una de las cuestiones que reciben un primer tratamien-
to normativo es lo relativo a la ampliación del plazo de percepción de las 
prestaciones por desempleo de la Seguridad Social en supuestos excep-
cionales, lo que sucedió por obra del Real Decreto-ley 44/1977, de 21 de 
diciembre, que basó la medida en la gravedad de la situación económica 
española y su ineludible repercusión negativa en los niveles de empleo y en 
las expectativas de colocación de los trabajadores. También está conectado 
con el Acuerdo el Real Decreto 3280/1977, de 9 de diciembre, en materia 
de bonificación de cuotas de la Seguridad Social en el caso de contratación 
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de trabajadores perceptores del subsidio por desempleo. Con una conexión 
semejante el Real Decreto-ley 4/1978, de 24 de enero, estableció un tope 
al subsidio de desempleo situándolo en el 200 por 100 de la base tarifada 
conforme a la que se había cotizado. Igualmente, como manifestación del 
Acuerdo, puede citarse al Real Decreto 448/1978, de 11 de marzo, sobre 
coordinación de acciones para mitigar el desempleo agrario estacional, con-
sistentes en un programa experimental dirigido a corregir la grave situación 
de desempleo en el medio agrario mediante ayudas y acciones de empleo 
financiadas por el Fondo Nacional de Protección al Trabajo u otros de igual 
naturaleza que dispensa la Seguridad Social. Lo mismo puede decirse del 
Real Decreto 656/1978, de 30 de marzo, con medidas para agilizar la ges-
tión del pago de las prestaciones por desempleo y para combatir el fraude 
en la percepción de las mismas, consistentes en acortar los plazos de reso-
lución de las solicitudes, volver sobre el concepto de trabajo o colocación 
adecuada y establecer un repertorio de faltas y sanciones en materia de des-
empleo. Finalmente, puede hacerse referencia al Real Decreto 883/1978, de 
2 de enero, de promoción del empleo juvenil. 

En relación con otras prestaciones solamente pueden destacarse las 
normas referidas a la revalorización de las pensiones. Así, puede citarse, en 
primer lugar, el Decreto 826/1976, de 22 de abril, sobre revalorización de 
pensiones en el Sistema de Seguridad Social en aplicación de lo previsto en 
el art. 92 LGSS/1974, con reglas detalladas de identificación de las pensio-
nes revalorizables, la cuantía de la revalorización mediante la aplicación de 
un porcentaje igual que la norma establece, la combinación entre garan-
tías de mínimos de pensiones, que se establecen en el mismo Real Decre-
to, y revalorización, los supuestos de concurrencia de pensiones y la finan-
ciación de la revalorización. Este Decreto se completó con la orden de 22 
de abril de 1976, sobre mejora de las pensiones del Sistema de Seguridad 
Social que no hubieran quedado comprendidas, de acuerdo con la fecha 
de su generación en el ámbito de aplicación del Decreto anterior  39.

39  La dualidad normativa anterior se reproduce con el Decreto  2476/1976, de 8 de 
octubre, sobre revalorización de pensiones y la Orden de 8 de octubre de 1976, sobre mejo-
ra de pensiones del Sistema de Seguridad Social; vuelve a producirse con el Real Decre-
to 1092/1977, de 3 de mayo, sobre revalorización y la Orden de 3 de mayo de mejora de las 
pensiones; todo ello en función de la fecha en la que se hubiera causado el derecho a la pen-
sión o prestación,, por ejemplo, de invalidez provisional; y, de nuevo se reitera con el Real 
Decreto 85/1978, de 24 de enero, sobre revalorización de pensiones y la Orden de 24 de 
enero de 1978 que lo desarrolla. El Real Decreto 85/1978 fue posteriormente reformado por 
el Real Decreto 1139/1978, de 2 de junio, en virtud de los criterios aprobados en sede par-
lamentaria en relación con la revalorización de las pensiones.
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VI. � CONCLUSIONES

En primer lugar, ha de insistirse en la idea de que la transición política 
no implicó un impacto relevante en el sistema de protección social vigen-
te en la medida en que éste estaba sometido a un proceso propio de evolu-
ción, ampliación y perfeccionamiento independiente de las vicisitudes del 
periodo de transición. En realidad, más que la transición política en senti-
do propio, las circunstancias que más condicionaron al Sistema de Segu-
ridad Social fueron las de naturaleza económica consecuencia de la cri-
sis mundial del año 1973 pero que en España se manifestó con particular 
crudeza precisamente en los años de la transición política. Si acaso puede 
aceptarse que es el Acuerdo económico suscrito por los partidos con 
representación parlamentaria en octubre de 1977 tras las primeras eleccio-
nes generales de la etapa democrática el que más directamente condicionó 
las reformas de la Seguridad Social adoptadas durante el año 1978 y así se 
ha reflejado en el texto.

En segundo lugar, es evidente que, pese a las exigencias de simplifi-
cación, homogeneización y uniformidad expresadas por los textos legales 
desde la LBSS de 1963, la LSS/1966 y la LGSS/1974, la estructura del Sis-
tema de Seguridad Social vio acentuada la división entre RGGS y RREE y 
por la multiplicación, consolidación, especialización y autonomía de estos 
últimos. En tercer lugar, es indudable que uno de los rasgos que se mani-
fiestan durante la transición política es el de la progresiva simplificación 
de las entidades y organismos gestores de la Seguridad Social y de los que, 
sin serlo, se adscribían a ésta. El RLDGI/1978 que acaba con esa ineficien-
te e inadecuada dispersión es una de las iniciativas normativas más rele-
vantes de esta etapa al reducir el número de las EEGG, especializándolas 
funcionalmente, al suprimir muchas de las existentes como las Mutualida-
des Laborales, así como algunos Servicios Comunes y al expulsar del ámbi-
to de la Seguridad Social organismos cuya adscripción correcta se situaba 
fuera de ella.

En cuarto lugar, durante la transición política se culmina, en mate-
ria de cotización a la Seguridad Social el lento proceso auspiciado por la 
LGSS/1974 que llevaría a la identificación, con topes máximos y mínimos, 
de las BC con los salarios reales percibidos por los trabajadores, abando-
nando el sistema de bases tarifadas. En quinto y último lugar, y en materia 
de prestaciones, el centro de la atención normativa es sin duda la presta-
ción por desempleo que se revisa y reforma debido a la situación econó-
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mica y de conformidad con el Acuerdo suscrito en octubre de 1977 y 
también, aunque en menor medida, lo referido a la fijación de mínimos 
garantizados de pensiones así como lo relativo a la revalorización periódi-
ca de las mismas, particularmente intensa y reiterada en los meses centrales 
del periodo de transición y aplicando, desde finales de 1977 hasta el final 
de 1978, los compromisos asumidos en el Acuerdo de octubre de 1977 y 
que, como seguramente se habrá intuido acertadamente, forma parte de lo 
que se ha venido a denominar como Pactos de la Moncloa.
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